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CONSEJO  DE  GUERRA 


Presidente,       General  Gregorio  Solares 
ler.  Vocal,  „      Luis  MoH 

2o 

Calixto  Mendizábal 

3en      "  José  Nágera 

4° 

"  »      Florentín  González 

Fiscal,  Comandante  2o  Manuel  Bermejo 
Auditor,       Licenciado  Leopoldo  Rosales. 


Señor  Presidente, 


Señores  Vocales  del  Consejo  de  Cruerra: 


Soy  defensor  del  señor  Diputado  don  José  León  Castillo. 

Enteramente  desconocido  para  vosotros,  no  me  atrevería 
á  dirigiros  la  palabra  en  esta  o  ..visión,  si  no  viniese  á  hablaros 
en  nombre  de  la  inocencia  y  en  demanda  de  justicia.  Tengo 
seguridad  de  que,  por  pareceros  extraño,  no  me  escucharéis  con 
menos  atención  y  benevolencia.  Náufrago  de  las  tempestades 
políticas  de  Nicaragua,  hace  á  penas  tres  meses  que  arribé  á  las 
playas  de  este  suelo  hospitalario,  buscando  el  amparo  de  un 
nuevo  hogar,  el  brazo  protector  de  una  nueva  patria,  bajo  la 
sombra  de  vuestra  gloriosa  bandera,  al  abrigo  de  las  institu- 
ciones liberales  que  florecen  en  esta  tierra  de  la  democracia. 

Justo  es  decir  que  Guatemala  no  ha  contradicho  conmigo 
su  reputación  de  generosa;  y  me  complazco  en  hacer  público 
este  humilde  tributo  de  mi  reconocimiento,  porque  es  un  testi- 
monio del  afecto  que  profesa  á  este  país  un  proscrito  centro- 
americano, que  ha  encontrado  aquí  un  oasis  para  su  vida,  cuan- 
do el  suelo  de  su  patria  se  ha  convertido,  por  obra  del  despo- 
tismo, en  un  campo  desierto,  donde  la  planta  sólo  encuentra 
abrojos  y  el  corazón  sólo  tristezas  y  dolores  insondables. 

Hoy,  un  deber  de  humanidad  y  un  cargo  profesional  me 
han  conducido  al  noble  puesto  en  que  me  veis  colocado;  y  al 
venir,  traigo  de  mi  propia  conciencia  la  misión  de  deciros  con 
lealtad  los  compromisos  que  la  ley  impone  á  vuestro  honor;  y 
de  trasmitiros  fielmentela  voz  de  la  opinión  pública,  que  en  esta 
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ocasión  ha  hecho  sentir  con  firmeza,  en  favor  del  perseguido,  su 
fallo  inapelable;  voto  que  todo  hombre  honrado  debe  respetar, 
porque  en  la  región  serena  de  ese  tribunal  eminente  casi  siempre 
resplandece  la  verdad  sin  nubes  cpie  la  oscurezcan,  casi  nunca 
dominan  ni  los  errores  que  extravían  á  los  individuos,  ni  las 
preocupaciones  que  los  arrastran,  ni  las  malas  pasiones  que  los 
corrompen  y  encadenan. 

Por  mi  parte  debo  protestaros  que  recibirá  el  más  cumpli- 
do acatamiento  la  advertencia  que  me  ha  dirigido  el  señor  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Guerra,  de  no  hablar  contra  los  dictados 
de  mi  conciencia,  y  de  respetar  la  ley  y  el  decoro  del  Tribunal 
cpie  me  escucha;  así  como  también  advierto,  que  en  obsequio  á 
la  elevada  misión  que  desempeño,  usaré  de  la  más  amplia  liber- 
tad en  el  ejercicio  de  mi  derecho,  porque  sólo  así  se  cumplirá  la 
garantía  constitucional  que  asegura  ser  inviolable  en  juicio  la 
defensa  de  la  persona,  y  sólo  así  me  será  posible  exhibir  la 
razón  en  plena  luz,  sacándola  del  fondo  de  ese  proceso  tan  volu- 
minoso y  complicado. 

A  pesar  de  habérseme  otorgado  un  término  reducido  para 
imponerme  de  los  autos,  pues  el  traslado  que  de  ellos  se  mandó 
dar  fué  apenas  por  seis  días  improrrogables,  comunes  á  todos 
los  procesados,  he  podido,  merced  á  un  trabajo  ímprobo,  y  con 
el  auxilio  de  mi  inteligente  compañero  de  defensa  el  joven  José 
María  Urbizo,  extraer  la  sustancia  de  la  causa,  fijar  sus  puntos 
principales,  y  colocarme  en  aptitud  de  poderos  demostrar,  á  la 
faz  de  la  Nación  (pie  recogerá  y  juzgará  mis  palabras,  así  como 
vuestra  sentencia,  cpie  el  señor  Diputado  don  José  León  Cas- 
tillo es  irresponsable  del  delito  por  que  se  le  ha  procesado. 

Antes  de  entrar  en  lo  sustancial  de.este  alegato,  creo  conve- 
niente advertiros  que,  aunque  el  señor  Fiscal  ha  pedido  para  mi 
cliente  la  absolución  de  la  instancia,  y  ésto  podría  excusarme 
en  parte  del  trabajo  de  la  demostración,  debatiré  el  asunto 
como  si  el  pedimento  fuera  del  todo  contrario.  Para  ello  tengo 
dos  razones:  una  es  que  el  Consejo  de  Guerra  muy  bien  puede 
apartarse  del  pedimento  fiscal,  y  condenar  en  vez  de  absolver: 
á  impedir  este  caso  tiende  principalmente  el  esfuerzo  de  la  de- 
fensa: otra  es  (pie  no  quiero  dejar,  como  lo  hace  el  pedimento 
fiscal,  la  más  leve  sombra  de  duda  sobre  la  injusticia  (pie  se  ha 
cometido  con  Castillo;  para  (pie,  apreciando  debidamente  el 


daño  inferido  á  la  persona  y  la  reparación  que  demandan  las 
instituciones  vulneradas,  el  Consejo  de  Guerra  lo  absuelva  de 
todo  cargo;  y  nó,  únicamente  de  la  instancia,  porque  una  reso- 
llido,, as,,  a  medias,  aparecería  como  fruto  de  una  conciencia 
Mmida  y  radiante,  no  llenaría  el  objeto  de  Injusticia,  v  dejaría 
sobre  mi  defendido  una  amenaza  perpetua  que  lo  expondría  á 
volver  a  sufrir,  de  un  momento  á  otro,  los  padecimientos  que 
en  esta  ocasión  ha  tenido  que  soportar;  v  que  si  ha  sobrelle- 
vado con  entera  paciencia,  ha  sido  porque  lo  ha  alentado  la 
esperanza  de  que  algún  día  habría  de  llegar  esta  hora  de  repa- 
ció n 


Me  propongo  hacer  un  análisis  minucioso  del  proceso  y 
presentaros  algunas  observaciones  de  importancia  que  me  'ha 
sugerido  su  lectura. 

Por  razón  de  método  dividiré  en  tres  partes  este  discurso 
I  nmcra:  desde  la  prisión  de  Castillo  el  10  de  junio  de  este  año 
hasta  la  declaratoria  de  haber  lugar  á  formación  de  causa  con- 
tra el  dictaba  el  20  del  propio  mes.  Segunda:  desde  esta  fecha 
hasta  la  acumulación  de  la  causa  iniciada  contra  Castillo  v 
otros  en  esta  ciudad  al  proceso  formado  en  Chiquimula  contra 
los  autores  de  la  rebelión.  Estas  dos  partes  comprenderán  el 
sumario  de  la  causa.  La  tercera  tratará  del  plcnario  v  seña- 
lara alguna  irregularidades  notables  del  procedimiento. 


primera  PARTE 

Facilitará  la  comprensión  del  hecho  de  la  causa  una  espli- 
cacion  preparatoria  de  los  suceso,  de  Chiquimula. 

He  aquí  como  s_-  expresa  sobre  el  particular  el  alcance  al 
numero  85  tomo  32  de  "El  Guatemalteco": 

"fin  la  madrugada  del  día  10  de  los  corrientes,  el  capitán 
Mateo  Lonc,  seducido  por  José  María  González,  quebrado 
comerciante  de  Esquipulas,  Juan  Ramón  Cuéllar,  Dr.  Ignacio 
Castro  (nicaragüense),  Jerónimo  Puente  (español).  Coman- 
dante 2o  José  María  Rivera,  J.  Filadelfo  Moraga  v  otros  fal- 
tando á  sus  deberes,  entregó  la  guardia  de  cárcel  que  era  á  su 
cargo,  y  con  los  presos  puestos  en  libertad,  v  la  misma  guardia 
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que  comandaba,  se  lanzó  sobre  la  prevención  de  aquella  plaza, 
que  necesariamente  sorprendida  é  inferior  en  número  hubo  de 
ceder  el  puesto. 

Durante  el  citado  día  dieciseis  los  trastornadores  del  orden 
se  ocuparon  en  perpetrar  abusos  capturando  y  reduciendo  á 
prisión  á  las  autoridades  principales,  y  entre  ellas  al  Jefe  Polí- 
tico General  don  Jesús  Portillo,  Juez  de  la.  Instancia,  etc.  Lan- 
zaron desde  luego  un  manifiesto  al  vecindario,  desconociendo 
al  Gobierno  actual,  sin  exponer  motivo  alguno  ostensible,  y 
victorearon  como  Presidente  de  la  República  al  individuo  que, 
según  ellos,  preside  la  Junta  Central  organizada  en  esta  ciudad. 

En  posesión  de  aquella  plaza  tocaron  llamada  de  milicia- 
nos, quienes  asistieron  ignorantes  de  lo  que  pasaba;  fingiendo 
órdenes  de  la  Comandancia  de  Armas,  citaron  y  llamaron  tam- 
bién á  los  milicianos  de  los  lugares  inmediatos  á  Chiquimula, 
pretendiendo  que  su  descabellada  intentona  hallaría  eco  en  el 
ánimo  de  la  generalidad;  pero  su  desilusión  ha  sido  completa, 
porque  los  honrados  vecinos  y  milicianos  de  aquel  departa- 
mento, penetrados  de  la  verdad  de  lo  que  pasaba,  les  han  nega- 
do toda  cooperación;  y  de  ahí  que,  abandonados  á  sí  mismos, 
á  esta  hora  han  evacuado  la  plaza  de  Chiquimula  en  precipita- 
da fuga,  hacia  la  frontera  de  Honduras;  pero  mediante  las  dis- 
posiciones y  órdenes  del  Gobierno  se  les  persigue  activamente  y 
se  espera  lograr  su  captura  en  territorio  del  país. 

8®*Tal  es  la  verdad  de  lo  sucedido  hasta  hoy,  y  se  espera 
que  la  tranquilidad  pública  no  sufra  alteración,  en  virtud  de 
que  no  ha  tenido  trascendencia  itl¿iui<i  el  movimiento  indicado, 
promovido  sin  causa  justificable  por  unos  pocos  hijos  desnatura- 
lizados de  Guatemala. ""fea 

El  alcance  al  No.  38  del  mismo  periódico  empieza  con  el 
párrafo  siguiente: 

"Ya  el  público  tiene  conocimiento  de  todo  lo  ocurrido  en 
Chiquimula  del  16  al  18  de  los  corrientes,  por  los  alcances  á  los 
dos  números  anteriores  de  este  periódico;  y  resta  solamente 
manifestar  que  apenas  se  explica  la  conducta  á  todas  luces  an- 
tipatriótica de  un  pequeño griopo  de  individuos,  que,  sin  ningu- 
na significación  política,  y  sin  elementos  de  ninguna  especie, 
pretendieron  alterar  en  mala  hora  el  orden  y  la  paz,  etc." 

Al  hablar  de  ese  pequeño  grupo  se  refiere  el  diario  oficial  á 
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alguno  de  los  partidos  políticos  reconocidos  en  el  país?  Parece 
que  no:  á  mi  ver,  ese  pequeño  grupo  á  que  alude  no  es  otro  que 
el  de  los  mismos  que  asaltaron  el  cuartel  de  Chiquimula,  los 
cuales  dice,  "escollándose  ante  el  buen  sentido  de  la  mayoría  de 
los  guatemaltecos,  y  convertidos  hoy  en  reos  de  un  cielito  de 
lesa  patria,  andan  prófugos  y  dispersos." 

Nótese  bien  dos  conceptos  de  importancia  en  los  párrafos 
trascritos: 

lo.  Ni  el  vecindario  de  Chiquimula,  ni  mucho  menos  el 
resto  del  país  correspondieron  al  llamamiento  de  los  insu- 
rrectos. 

2o.  La  tranquilidad  pública  no  sufrió  alteración,  porque 
los  desórdenes  de  Chiquimula,  felizmente  no  tuvieron  trascen- 
dencia. 

_  Marco  estos  conceptos,  para  hacer  palpable  la  contradic- 
ción que  resalta  entre  ese  informe  oficial  que  publicó  "El  Gua- 
temalteco," y  las  vastas  proporciones  que  después  se  le  ha 
dado  á  ese  juicio;  en  el  que  se  ha  pretendido,  con  el  mayor  em- 
peño, desentrañar  el  hilo  de  una  gran  conjuración  ramificada 
en  vanos  departamentos  de  la  República:  hasta  llagar  en  la 
ardua  tarea  de  esa  pesquisa,  á  formar  un  proceso  enorme  de 
millares  de  páginas,  raro,  por  su  volumen,  en  los  anales  de  la 
jurisprudencia  criminal. 

El  Gobierno  sabía  muy  bien,  cuando  anunció  al  público  los 
sucesos  de  Chiquimula,  que  los  revoltosos  creían  contar  con  el 
auxilio  de  un  movimiento  análogo  ch  esta  Capital.  El  primer 
alcance  que  he  citado  expresa,  que  aquéllos  victorearon  como 
Presidente  de  la  República  al  individuo,  que,  según  ellos,  presi- 
dia la  Junta  Central  organizada  en  esta  ciudad.  Sin  embargo, 
como  aquí  no  se  notó  el  menor  síntoma  de  rebelión,  el  órgano 
oficial  del  Gobierno  manifestó,  con  sinceridad,  que  aquél  había 
sido  un  movimiento  sin  trascendencia,  un  crimen  aislado  de 
unos  pocos,  que  al  restaurarse  el  orden,  habían  huido  de  la 
acción  de  la  justicia  más  allá  de  la  frontera  hondureña. 

A  pesar  de  estas  palabras  y  de  la  convicción  que  revelan  al 
recibirse  en  la  Capital  la  noticia  de  los  sucesos  de  Chiquimula, 
el  señor  Diputado  don  José  León  Castillo  fué  reducido  á  prisión! 
ignoro  por  orden  de  qué  autoridad,  pues  en  el  proceso  no  se' 
halla  escrita  una  sola  palabra  sobre  un  paso  de  tan  alta  res- 
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ponsabilidad  legal  y  significación  política*,  tal  vez  por  creerse 
equivocadamente  que  la  urgencia  del  caso,  legitimaba  la  emi- 
sión de  órdenes  verbales  y  el  uso  de  procedimientos  puramente 
ejecutivos. 

No  puedo  prescindir  de  manifestar  mi  opinión  sobre  la  ilega- 
lidad de  esa  medida;  y  diré,  por  tanto,  con  franqueza,  que  la 
juzgo  abiertamente  contraria  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la 
Constitución. 

Conforme  al  artículo  44  de  esa  ley  suprema,  los  diputados, 
desde  el  día  de  su  elección,  gozan  de  inmunidad  personal  para 
no  ser  acusados,  ni  juzgados,  si  la  Asamblea,  ó  en  su  receso, 
la  Comisión  Permanente  de  la  misma,  no  autoriza  de  previo 
el  enjuiciamiento,  declarando  haber  lugar  á  formación  de  causa. 
Si  no  se  permite  ni  la  acusación  contra  un  representante  del 
pueblo  sin  esa  autorización  previa,  mucho  menos  puede  ser  legí- 
timo, sin  ella,  el  embargo  de  su  libertad.  La  persona  de  un 
Diputado  debe  ser  sagrada  é  inviolable.  El  respeto  que  se  le 
tributa  es  un  homenaje  debido  ¿i  la  soberanía  del  pueblo  que 
representa.  Un  ultraje  cometido  contra  su  persona  es  una 
ofensa  inferida  á  la  majestad  de  la  Nación  de  Quien  el  Dipu- 
tado es  personero  y  defensor  nobilísimo.  Suprimid  esa  inmu- 
nidad, permitid  que  la  mano  de  cualquier  funcionario,  por 
más  alto  que  parezca,  pueda  caer  sobre  la  persona  de  un  Di- 
putado, y  la  independencia  del  Poder  Legislativo  habrá  desa- 
parecido y  con  ella  las  libertades  nacionales. 

Sólo  en  el  caso  de  delito  in  fraganti  podrán  ser  arrestados, 
dice  el  mismo  artículo;  y  el  47  agrega:  "Si  algún  Diputado 
fuere  aprehendido  in  fraganti  será  puerto  inmediatamente é 
disposición  de  la  Asamblea;  y  en  su  receso,  de  la  Comisión  Per- 
manente." 

"Inmediatamente"  quiere  decir,  "en  el  acto,"  "sin  demora,1' 
"sin  pérdida  de  tiempo."  Todo  retardo  por  voluntad  ó  negli- 
gencia, es  ilegal  y  constituye  delito.  Esa  persona  tomada  in 
fraganti  es  un  tesoro  sagrado  que  no  pueden  guardar  manos 
profanas:  sólo  la  Asamblea,  ó  la  Comisión  Permanente  tiene 
poder  sobre  ella. 

"Se  reputará  delincuente  in  fraganti  dice  el  artículo  112  del 
Código  Militar,  Segunda  Parte,  al  que  fuere  hallado  en  el  acto 
mismo  de  estar  perpetrando  el  delito,  ó  de  acabar  de  cometerlo, 
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6  al  que-  persigue  todavía  el  clan,,,,-  publico,  como  autor  ó  c&n- 
..  .ex-  del  delito,  6  se  le  sorprende**  lasabas,  instrumentos, 
electos,  o  papeles  que  hicieren  presumir  ser  tal." 
Examinemos  el  caso  presente. 

Ks  un  hectp  que  1.-,  prisión  del  Diputado  Castillo  se  ejecutó 
MU  previa  autorización  de  la  Asamblea  ni  de  la  Comisión  In- 
manente de  la  misma. 

Al  Diputado  Castillo  no  se  le  sorprendió  in  fragatAi,  come- 
tiendo delito.  lYanquilo  salía  de  su  casa,  como  á  las  3  v  inedia 
de  la  tarde  del  d.a  16,  cuando  dos  Comandantes  de  la  Policía 

U-l'd  ra-''°"Ja  ?láen>t  a,TeSt0  y  '°  COnd«jeron  preso  al  cuar- 
tel de  la  2a.  Sección.  Allí  permaneció  encerrado  en  un  calabozo 
'Mas  de  .veintiocho  días  incomunicado,  y  hasta  el  20  de  junio' 
quinto  día  de  su  prisión,  no  se  hizo  con  él  lo  que  prescribe  el  ar' 
líenlo  4,  de  la  Ley  Constitutiva,  ponerlo  á  disposición  de  la 
Comisión  Permanente. 

Castillo  no  fué  sorprendido  en  el  acto  de  perpetrar  el  delito 
que  se  le  imputa  6  de  acabar  de  cometerlo,  porque  ese  delito 
se  había  ya  comido,  ó  se  estaba  cometiendo  en  Chiquimula  á 
muchas  eguas  de  distancia  de  esta  Capital,  donde  CastÚló  fué 
ap  ehendido.  No  lba  perseguido  por  el  clamor  público,  como 
•mtor  «.  cómplice  de  ese  delito.  Mal  podía  ser  así,  cuando  en  la 
Capital,  a  excepción  de  los  miembros  del  Gobierno,  casi  nadie 
sa  na  lo  que  estaba  pasando  en  Chiquimula.    La  prensa  guar- 

«f d  lí!  "  "   T  S°hrC  d  Pa,  tÍCl";"':  d  SeP^a 

n  el  abennto  de  mi]  versiones  y  conjeturas,  y  antes  de  que  sá- 
lese a  correr  a  la  calle  la  primer*  noticia  fidedigna,  va  el  Dipu- 
tado Castillo  estaba  metido  en  la  prisión. 

NO  se  le  sorprendió  (sorprender  es  la  palabra  que  emplea 
^)COna;maS'lnstrame"tos,  ni  papeles  que  hiciesen  presu- 
mí, que  era  delincuente,  porque  ninguna  de  estas  cosas  llevaba 
consigo;  y  su  captura  nQ  faÉ  un  hecho  d<¡  mQm  un 

sorpresa,-  sino  resultado  de  una  orden  previa,  que  lo  mismo  se 
habría  ejecutado  de  día  que  ,1c  noche,  en  su  casa  ó  en  la  callé 

thX  C7fL'CT- Cía'  "°  SÍCnd°  íste  e1  cás°  P«™td  por  los 
artaculos  44  y  4,  atrás  citados,  la  prisión  de  Castillo  es  ilegal; 
el  unconano  que  la  haya  ordenado,  quienquiera  que  sea  ha 
mtogido  la  Constitución  de  la  Repfiblica,  ha  contraído 
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sima  responsabilidad  ante  la  ley,  y  ha  quedado  sujeto  á  la  san- 
ción que  establece  el  artículo  285  del  Código  Penal. 

Pero  dejemos  á  Castillo  incomunicado  en  la  prisión,  á  pesar 
de  la  Ley  Constitutiva,  y  volvamos  los  ojos  al  proceso  instrui- 
do contra  él  y  otros  en  esta  ciudad. 

La  causa  comienza  con  el  aviso  que  el  Jefe  Político  de  Za- 
capa  dió  por  telégrafo  al  Ministro  de  la  Guerra  sobre  la  toma 
de  Chiquimtila,  y  con  la  orden  de  éste  funcionario  al  Auditor 
de  Guerra  de  esta  plaza,  para  que  iniciase  la  instructiva  corres- 
pondiente. 

Repito  que  no  hay  constancia  ninguna  en  el  proceso  de  la 
prisión  de  Castillo;  y  por  tanto,  no  es  posible  saber  si  se  cum- 
plió siquiera  con  el  precepto  del  art.  109  del  Código  Militar, 
2a.  Parte,  que  dispone,  que  ninguno  puede  ser  detenido  sino  en 
virtud  de  orden  escrita  de  autoridad  competente.  Según  me 
ha  informado  Castillo,  en  el  acto  de  ser  capturado,- exigió  á  los 
dos  Comandantes  que  lo  prendieron  la  orden  escrita  del  funcio- 
nario que  asumía  la  responsabilidad  de  aquel  paso.  No  la  lle- 
vaban consigo,  y  le  respondieron  que  el  mandato  lo  habían 
recibido  simplemente  de  palabra. 

Tampoco  hay  constancia  en  los  autos  del  registro  practi- 
cado en  la  tarde  del  mismo  día  1<>  en  los  papeles  privados  de 
Castillo,  no  obstante  que  para  esa  diligencia,  que  toca  con  una 
de  las  más  preciosas  garantías  individuales,  exige  la  formali- 
dad de  un  auto  el  artículo  37  de  la  Constitución. 

Paso  en  seguida  al  examen  de  la  prueba,  de  la  cual  ex- 
tractaré lo  que  sea  importante;  y  ruego  al  señor  Fiscal  de 
Guerra,'  que  está  presente,  rectifique  en  el  acto  mis  palabras, 
si  cree  que  en  algún  punto  del  análisis  que  voy  á  comenzar 
desfiguro  de  cualquier  modo  la  verdad,  ó  apoyo  mi  juicio  en 
afirmaciones  inexactas. 

En  sólo  la  primera  parte  del  sumario  hay  cuatro  declara- 
ciones de  Castillo. 

En  la  que  se  halla  el  folio  2o,  le  preguntó  el  Auditor  de 
Guerra  si  era  cierto  que  en  unión  del  Doctor  Ignacio  Castro, 
General  Pedro  Barillas,  Benjamín  Ortiz,  Chepito  Rodríguez, 
Aquilino  Puarte,  Jerónimo  Puente,  Alfonso  Puente,  Braulio 
Martínez,  Alonso  Rosales  y  Juan  Ramón  Cuéllar,  había  conspi- 
rado para  una  revolución  contra  el  Gobierno,  la  cmg  debía 
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estallar  del  22  al  23  de  Junio,  para  lo  cual  contaban  con  el 
apoyo  de  otras  personas  de  esta  capital,  y  con  desertores  y 
emigrados  guatemaltecos  residentes  en  F.1  Salvador.  Castillo 
contestó  negativamente. 

2a.  declaración,  folio  13.  Se  le  preguntó  si  con  José  María 
González,  Mateo  Lone  y  Carlos  Flores  formó  el  plan  de  asaltar 
la  plaza  de  Chiquimula,  proclamarse  el  interrogado  Presidente, 
y  convocar  al  pueblo  á  elecciones.   Respuesta  negativa. 

3a.  declaración,  folio  32.  Se  le  preguntó  si  conocía  á  don 
José  María  Leonardo.  Provino  esta  pregunta  de  haberse  to- 
mado en  la  oficina  telegráfica  de  esta  ciudad  un  paite  fechado 
en  Santa  Cruz,  el  16  de  Junio,  dirigido  á  Castillo  por  el  señor 
Leonardo,  en  estos  términos:  "Puedo  mandar  mozos  por  útiles 
escuelas*  que  me  ofreciste?"  Castillo  respondió  (pie  conocía  á 
Leonardo,  y  que  él  se  había  encargado,  por  recomendación  de 
éste,  de  conseguir  del  Ministerio  de  Instrucción  Pública  útiles 
de  enseñanza  para  las  escuelas  de  Santa  Cruz,  de  donde  Leo- 
nardo era  Comisionado.    Tal  es  el  sentido  del  telegrama. 

4a.  declaración,  folio  35.  Se  le  preguntó  nominalmente  por 
todos  los  principales  autores  del  asalto  de  Chiquimula.  Excep- 
tuando tres,  contestó  que  no  conocía  á  ninguno. 

Se  le  preguntó  si  él  formaba  parte  de  un  Comité  Central 
revolucionario  establecido  en  esta  ciudad;  contesté)  que  nó. 

Se  le  preguntó  si,  en  unión  de  todos  los  dichos,  había  fra- 
guado el  plan  de  una  revolución  por  la  cual  trabajaba  desde 
hacía  tiempo,  en  varias  poblaciones  de  la  República  (aqui  vie- 
nen palabras  textuales  del  Auditor)  "por  convenir  así  á  los  in- 
tereses de  lo  que  ellos  llaman  aspiraciones  del  verdadero  patrio- 
tismo." Consignaré  aquí  una  protesta:  la  ironía  que  encierran 
estas  últimas  palabras  es  altamente  impropia  de  un  funcionario 
público,  obligado  por  ley  y  por  humanidad,  á  tratar  á  un  reo 
que  está  en  sus  manos  con  toda  consideración  y  respeto.  Cas- 
tillo contestó  negativamente. 

Se  le  preguntó  si  conocía  á  Faustino  y  Guillermo  Barrien- 
tos,  y  Venancio  Morales,  y  si  éstos  eran  sus  propagandistas 
(sic)  y  comprometidos  á  concurrir  con  él  al  movimiento  sedi- 
cioso. Castillo  respondió  que  conocía  al  primero,  y  que  no 
había  tal  compromiso  para  movimiento  sedicioso;  "que  tal  vez 
para  las  elecciones  presidenciales  podrían  ellos  tomar  parte, 
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puesto  que  muchos  sufragaron  por  él  (Castillo)  en  la  última 
elección  de  diputados  que  acaba  de  pasar." 

En  esas  cuatro  declaraciones  nada  hay  que  merezca  ser 
calificado  como  confesión.  El  interrogado  niega  su  culpabili- 
dad, en  nada  se  contradice,  en  ninguna  parte  se  descubren 
dudas  ni  vacilaciones  que  lo  hagan  sospechoso.  Notad  bien 
esto  que  digo,  porque  adelante  veréis  cómo  hay  quien  afirma 
lo  contrario, 

Relacionadas  con  la  causa  de  Castillo  hay  además  en  la 
primera  parte  del  sumario  tres  declaraciones.  Apreciemos  su 
mérito. 

Preguntada  doña  Filomena  A.  de  Gaitán  si  se  han  hospe- 
dado en  su  casa  y  vivido  juntos  Josj  León  Castillo,  Juan  Ra- 
món Cuéllar  y  José  María  González,  respondió  que  nó.  Castillo 
había  antes  afirmado  que  Cuéllar  estuvo  hospedado  en  casa  de 
la  señora  de  Gaitán  en  el  mes  de  marzo  último:  aparece,  pues, 
su  dicho  en  contradicción  con  el  testimonio  de  la  señora.  Mas 
ésto  únicamente,  y  por  exceso  de  suspicacia,  podría  hacer  con- 
cebir la  sospecha  de  que  Castillo  estaba  en  connivencia  con 
Cuéllar,  si  Castillo  se  empeñara  en  negar  y  la  señora  en  afirmar 
la  llegada  de  Cuéllar  á  la  casa  de  huéspedes.  Pero  como  es  á  la 
inversa,  la  ingenuidad  con  que  Castillo  afirma  el  hecho,  es  más 
bien  un  argumento  en  su  favor.  Esta  contradicción  aparente  la 
desvaneció  la  señora  en  el  careo  que  se  practicó  más  tarde, 
explicando  que  lo  que  ella  había  negado  es  que  Castillo,  Cué- 
llar y  González  hubiesen  vivido  juntos,  como  lo  expresaba  la 
pregunta  que  se  le  hizo. 

Testimonio  de  Santos  Monzón,  folio  45. 

Si  no  me  equivoco,  á  esta  declaración  se  le  ha  querido  dar 
mucha  importancia,  para  enlazarla  con  la  supuesta  tentativa 
de  Salvador  Cuéllar  sobre  la  Penitenciaría;  y  enlazar  después 
esa  supuesta  tentativa  con  el  movimiento  revolucionario  de 
Cüiquimula.  Se  ha  tratado  de  formar  con  estos  términos  una 
espíele  Ú2  silogismo  político,  en  que  la  Penitenciaría  sirve  de 
medio,  y  los  extremos  son  Chiquimula  y  José  León  Castillo. 

Hará  como  dos  meses,  declara  el  testigo,  que  encontró  en 
el  cuarto  de  banderas  de  la  Penitenciaria  Central  á  don  José 
León  Castillo,  Capitán  Salvador  Cuéllar  y  Alcaide  Io,  Aqui- 
lino Gómez,  hablando  en  secreto  y  bajo  mucha  reserva:  el  tes- 


tigo  no  oyó  nada  de  lo  que  decían.  No  estando  siquiera  com- 
probado el  intento  de  asaltar  la  Penitenciaría  en  esa  fecha,  ¿qué 
prueba  es  contra  Castillo  esa  conversación  verificada  dos  meses 
antes,  cuyos  términos  se  desconocen?  Eso  de  dar  un  vuelo  ilimi- 
tado á  las  sospechas  é  interpretar  en  sentido  desfavorable  y 
con  el  criterio  pesimista  de  un  espíritu  siempre  receloso,  actos 
que  muy  bien  pueden  ser  en  absoluto  inocentes,  es  una  tenden- 
cia antisocial  y  tiránica,  que  convierte  en  una  amenaza  perenne 
para  el  hombre  el  trato  común  que  debe  ser  fuente  de  paz,  de 
alegría  y  de  seguridad;  vicio  que  da  aliento  á  la  delación  y  á  la 
Calumnia,  respiraderos  al  odio  y-á  la  innoble  venganza;  y  que 
marca  la  administración  de  justicia  con  el  sello  de  procedimien- 
tos inquisitoriales,  repugnantes  á  la  civilización  é  incompatibles 
con  la  libertad.  Ese  sistema  abriría  un  campo  sin  límites  á  las 
pasiones  más  viles  y  á  las  arbitrariedades  más  escandalosas. 

Si  se  aceptara  esa  regla,  para  cada  conversación  tendría- 
mos que  llamar  de  previo  testigos  presenciales,  porque  el  inter- 
locutor de  hoy  puede  ser  acusado  de  conspirador  mañana,  y  el 
simple  hecho  de  haber  estado  hablando  con  él  una  vez  en  secre- 
to, nos  envolvería  en  su  responsabilidad  y  en  su  desgracia, 
ó  nos  sujetaría,  al  menos,  á  pasar  algunos  meses  bajo  la  som- 
bra de  las  cárceles,  y  por  las  horcas  candínas  de  un  juicio  pro- 
longado y  riguroso. 

Continúa  diciendo  el  testigo  que  hace  como  quince  días, 
Manuel  Avendaño  le  conté)  que  Aquilino  Gómez  había  dado  al 
Inspector  Bracamonte  unas  cartas  para  que  las  fuera  á  deposi- 
tar en  el  buzón,  y  entre  ellas,  había  una  para  José  León  Casti- 
llo. De  esa  carta  cuyo  sentido  se  desconoce,  pudiera  yo  decir  lo 
mismo  que  de  la  conversación  en  privado;  pero  me  limitaré 
á  observar  que  el  testigo  no  declara  nada  presencial,  sino  que 
se  refiere  al  dicho  de  Avendaño;  por  consiguiente,  es  el  testimo- 
nio de  Avendaño  el  único  que  nos  servirá  de  regla.  Al  concluir 
con  esta  declaraciém  veremos  la  de  ese  otro  individuo. 

Agrega  el  testigo  que  se  ha  fijado  en  que  Gómez  se  encuen- 
tra algo  preocupado  é  intranquilo  desde  que  supo  que  Cuéllar 
estaba  preso.  ¿Y  si  los  dos  eran  amigos,  no  es  cosa  justa  que 
el  uno  sintiera  el  peligro  del  otro?  Ved  hasta  dónde  nos  va  lle- 
vando ese  espíritu  de  suspicacia  contra  el  cual  protestaba 
hace  poco.   Hasta  la  manera  de  poner  el  semblante  habrá  que 
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estudiar  en  lo  sucesivo,  si  desgraciadamente  ocurrieren  casos 
análogos.  Esto  me  hace  recordarque  en  la  época  del  Santu  Ofirio 
la  palidez  y  demacración  del  rostro  fueron  muchas  veces  causa 
grave  para  proceder  contra  una  persona  como  reo  de  hechicería. 

Pero  bien:  admitamos  que  Gómez  haya  estado  muy  triste 
por  la  prisión  del  Capitán  Cuéllar:  el  que  quiera  darle  á  esa 
tristeza,  á  ese  rostro  desfallecido,  toda  la  fuerza  probatoria  de 
un  instrumento  público,  hágalo  en  hora  buena;  más,  ¿por  qué 
ha  de  ser  responsable  José  León  Castillo  de  los  desmayos  de 
Aquilino  Gómez? 

Concluye  el  testigo  diciendo:  que  á  su  esposa  le  contaron 
que  el  día  20  habría  un  levantamiento  de  presos  en  la  Peniten- 
ciaría. No  expresa  quién  refirió  tal  cosa  á  la  señora,  ni  cómo 
hubo  esa  otra  persona  la  noticia.  Por  tanto,  el  proyecto  de  esa 
insurrección  no  le  consta  directamente  ni  al  testigo,  ni  á  la 
señora  del  testigo.  Esa  tercera  persona  extraña  no  se  sabe 
quién  es.  Yo  juzgo  que  ha  de  haber  sido  ese  incógnito  que  forma 
siempre  el  rumor  público,  el  cual,  en  días  de  acontecimientos 
notables,  lanza  al  viento  un  cúmulo  de  noticias,  con  frecuencia 
falsas,  exageradas  ó  contradictorias,  que  todos  van  recibiendo, 
que  todos  van  trasmitiendo,  á  veces  con  aumento,  sin  que 
nadie  sepa  ni  pregunte  cuál  es  el  manantial  de  donde  ha  nacido 
ese  torrente.  Pero  la  le}'  no  se  conforma  con  un  testiomnio  que 
no  tiene  base  concreta.  El  rumor  público  no  es  prueba.  El 
testigo  debe  declarar  de  un  modo  positivo:  "ésto  me  consta," 
y  no  emplear  las  palabras  "dicen,"  "se  dice,"  "me  dijeron,"  que 
son,  en  ocasiones,  las  fórmulas  de  que  se  sirve  la  malicia  para 
disfrazar  y  difundir  sus  falsedades. 

Manuel  Avendaño,  testigo  citado  por  el  anterior,  no  ase- 
gura que  vió  las  cartas  que  Bracamonte  condujo  al  buzón; 
sino  que  Bracamonte  le  dijo  quj  entre  esas  cartas  iba  una  para 
José  León  Castillo.  No  es,  por  tanto,  afirmación  directa  sino 
simple  referencia;  y  como  adelante  Bracamonte  contradice  lo 
declarado  por  Avendaño,  la  referencia  queda  totalmente  desva- 
necida. 

Euera  de  estos  datos  hay  además: 

Una  serie  de  diligencias  relativas  á  los  otros  reos  de  la 
causa,  que  no  tocan  en  nada  con  el  que  defiendo. 
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Al  folio  .'{(),  una  carta  de  Castillo  á  Benigno  Prado,  avisán- 
dole del  envío  de  $50.  Eso  es  indiferente. 

A  los  folios  7-t  y  75  está  un  ejemplar  del  núm.  6  de  "El  Dia- 
rito," periódico  que  se  publicaba  en  esta  capital.  Su  fecha  13 
de  junio.  Su  contenido:  un  artículo  que  lleva  por  título  "Car- 
tas de  la  Parroquia:"  es  una  especie  de  sátira  en  que  Castillo 
no  entra  para  nada:  viene  d;spués  una  sección  de  "Noticias  y 
comentarios,"  toda  ajena  á  la  política:  en  seguida  unos  versos, 
con  el  nombre  de  "Cuadro?"  que  encierran  una  crítica  bastante 
dura  contra  "La  Nueva  Industria:"  á  continuación,  unos 
párrafos  contra  un  periodista:  luego  varios  cablegramas;  y, 
por  último,  unas  estrofas  ligeras,  que  no  tratan  de  política, 
y  escritas  de  intento  en  Ienguage  que  apenas  se  entiende.  Eso 
es  todo.  Si  alguien  me  preguntara  con  qttí  objeto  figura  ese 
periódico  en  la  causa,  no  hallaría  qué  responderle. 

Al  folio  76  está  un  recorte  de  "La  República,"  diario  de  esta 
capital,  en  que  se  reproduce  un  suelto  publicado  en  "Las  Nove- 
dades," de  Nueva  York.  Se  refieren  "Las  Novedades"  á  una  co- 
rrespondencia procedente  de  Guatemala  publicada  en  "El  Tiem- 
po," de  México.  Dice  el  recorte  que  en  Guatemala  se  principian 
á  preparar  los  partidos  para  una  lucha  electoral.  Son  candida- 
tos liberales  don  Próspero  Morales,  don  José  León  Castillo 
y  don  Daniel  Puentes:  el  primero  espera  triunfar  por  los  elemen- 
tos con  que  cuenta,  dado  el  puesto  que  ocupa  de  Ministro  de  la 
Guerra;  el  segundo  hace  propaganda  por  Oriente,  siendo  agen- 
tes suyos  Rosendo  Santacruz  y  Juan  Ramón  Cuchar;  el  tercero 
trabaja  en  Occidente,  y  envió  á  Casimiro  Rubio  á  El  Salvador 
para  ver  de  conseguir  el  apoyo  del  General  Gutiérrez  y  de  los 
emigrados  guatemaltecos. 

"Ninguno  de  los  candidatos  mencionados,  agrega  el  recorte, 
goza  de  las  simpatías  del  pueblo,  quien  antes  de  ver  en  el  man- 
do á  uno  de  ellos,  prefiere  ser  gobernado  por  Reina  Barrios, 
pues  si  es  verdad  que  éste  no  es  ni  con  mucho  modelo  de  gober- 
nantes, en  cambio,  ya  es  conocido,  y  se  sabe  que  no  es  sangui- 
nario, sino  simplemente  codicioso." 

Concluye  diciendo  que,  aunque  el  partido  conservador  está 
preparado  para  la  lucha.no  se  sabe  aún  la  actitud  que  asumirá. 

El  objeto  de  agregar  este  recorte  sí  lo  comprendo.  En  él  se 
dice  que  Juan  Ramón  Cuéllar  trabajaba  por  la  candidatura  de 
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José  León  Castillo  para  las  próximas  elecciones  presidenciales;  y 
de  allí  supongo  que  se  pretende  deducir,  que,  estando  los  dos  de 
acuerdo  en  política,  según  expresa  el  recorte,  la  intentona  de 
Chiquimula  ha  de  haber  sido  obra  de  un  plan  combinado  con 
Castillo. 

¿A  quién  no  causará  temor  esa  novedad  tan  alarmante? 
Un  simple  recorte  de  periódico,  anónimo,  y  ni  siquiera  original 
sino  tomado  al  través  de  dos  reproducciones,  sirviendo  como 
prueba  de  culpabilidad  en  un  proceso!  Será  esa  alguna  reforma 
reciente  al  artículo  188  del  Código  Militar  2a.  Parte,  que  entre 
los  medios  de  prueba,  no  designa  los  recortes  de  periódico? 
Pero  en  tal  caso,  tendríamos  por  fuerza  de  lógica,  que  aceptar 
el  recorte  en  todo  lo  demás  que  expresa,  y  establecer  de  una  vez 
la  regla  general  de  que  la  prensa  siempre  publica  la  verdad.  Yo 
entonces  aduciría  muchos  testimonios  favorables  á  mi  cliente. 

Habéis  oído,  señores,  todo  lo  que  comprende  la  primera 
parte  del  sumario. 

En  este  estado  dispuso  el  señor  Comándate  de  Armas 
pasar  la  causa  á  la  Comisión  Permanente  de  la  Asamblea  Le- 
gislativa. 

Al  folio  77  está  un  oficio  que  dice: 

"Guatemala,  20  de  junio  de  1S96. 

Señor: 

Los  acontecimientos  acaecidos  desde  el  1G  del  corriente  die- 
ron margen  á  proceder  contra  el  Diputado  don  José  León  Cas- 
tillo. 

Reputado  in  fraganti,  á  virtud  de  que  el  conspirador  de- 
linque de  continuo,  fué  puesto  en  detención;  y  hoy  que  principio 
apenas  la  averiguación,  se  advierte  desde  luego  su  culpabilidad, 
ya  sea  por  las  denuncias  recibidas,  por  sus  declaraciones  pro- 
pias, y  aun  por  las  constancias  del  mismo  proceso  que  se  acom- 
paña. 

Siendo  lid.  el  órgano  de  comunicación  para  que  la  Co- 
misión Permanente  de  la  Asamblea  Legislativa  dicte  la  provi- 
dencia del  caso,  me  doy  la  honra  de  adjuntar  aquel  proceso, 
y  de  rogarle  se  me  devuelva  cuanto  antes  para  proceder  contra 
los  demás  indiciados. 

Soy  de  Ud.  muy  atento  S.  S. 

I).  M&BROQtTÍK." 
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Este  oficio  no  expresa  á  quién  va  dirigido;  pero  supongo  lo 
fué  al  señor  Ministro  de  la  Gobernación,  por  cuyas  manos  pasó 
el  proceso  á  la  Comisión  Permanente. 

Es  extraño  que  un  hombre  juicioso,  como  reputo  al  señor 
Comandante  de  Armas,  se  haya  resuelto  á  poner  su  firma  al 
pié  de  ese  documento,  falso  en  lo  sustancial,  ilógico  hasta  en  la 
forma,  y  que,  por  sí  sólo,  sin  necesidad  de  otra  prueba,  es  bas- 
tante para  exhibir  la  ilegalidad  con  que  se  ha  procedido. 

¿Cómo  se  atreve  el  señor  Comandante  á  decir  que  la  culpar 
bilidad  de  Castillo  se  advierte  en  sus  propias  declaraciones? 
Ahí  está  el  proceso;  léanse  todas  las  declaraciones  letra  por 
letra;  y  si  hay  alguien  que  me  señale  una  palabra,  una  sola 
palabra,  en  que  Castillo  se  haya  reconocido  culpable,  en  el  acto 
cierro  mis  labios  y  renuncio  á  la  defensa.  Ahí  está  el  proceso. 
¿Quiere  alguno  confundirme?  Que  lo  haga  si  puede. 

Habla  el  señor  Comandante  de  denuncias  recibidas.  En  el 
expediente  que  se  pasó  á  la  Comisión,  compuesto  de  setenta 
y  siete  fojas,  al  cual  se  refiere  ese  oficio  del  señor  Comandante, 
no  figura  una  sola  denuncia.  No  hablo  á  ciegas:  ahí  está  el 
expediente.  Los  telegramas  de  denuncia  de  Vicente  Morales 
aparecen  más  tarde:  no  fueron  en  las  fojas  pasadas  á  la  Co- 
misión. 

Y  os  fijasteis  en  aquéllo  de  que  el  conspirador  delinque  de 
continuo?  Esa  es  una  doctrina  nueva,  cuya  filiación  científica 
desconozco  en  absoluto.  No  puedo  atinar  de  dónde  la  sacaría 
el  señor  Comandante. 

Dice  él  mismo  que  Castillo  fué  puesto  en  detención  por  repu- 
társele delincuente  in  fraganti  (y  aquí  entra  la  doctrina  nueva) 
"en  razón  de  que  el  conspirador  delinque  de  continuo."  ¡Qué 
explicación  tan  desgraciada  de  un  hecho  de  tan  alto  momento! 
Tenemos,  pues,  que  en  este  caso  excepcional  el  proceso  ha 
comenzado  por  la  sentencia.  El  que  mandé)  prender  á  Castillo 
primero  resolvié)  por  sí  y  ante  sí  que  éste  era  conspirador;  y 
en  seguida  le  aplicó  la  famosa  ilortrinn  del  delito  continuo,  te- 
soro cuyo  descubrimiento  no  pudo  ocurrir  en  mejor  oportu- 
nidad. 

Habrá  quien  no  reconozca  que  ese  proceder  es  atentatorio? 
Después  de  ese  oficio  del  señor  Comandante  de  Armas,  que 
proclama  la  culpabilidad  de  Castillo  hasta  con  el  apoyo  de  su 
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propia  confesión,  el  pedimento  del  señor  Fiscal  sobre  abso- 
lución dé  la  instancia,  por  falta  de  prueba,  es  una  contradicción 
inaudita. 

Acerca  de  aquel  oficio  me  parece  inútil  hacer  más  comenta- 
rios. El  art.  112  del  Código  Militar,  atrás  citado,  nos  patentiza 
su  ilegalidad;  y  la  doctrina  nueva  que  trata  de  introducir  en  el 
campo  de  la  jurisprudencia,  sobre  lo  que  se  entiende  por  delin- 
cuente in  fraganti  en  los  casos  de  delitos  políticos,  no  existe 
en  ningún  Código,  no  la  enseria  ningún  tratadista,  y  la  razón 
nos  dice  que  tal  doctrina,  por  más  práctica  que  haya  sido  en  el 
caso  presente,  ante  la  ciencia  merece  el  calificativo  de  absurda. 

Aún  á  riesgo  de  fastidiaros  he  sido  minucioso  al  extremo  en 
el  examen  de  la  prueba,  para  que,  al  llegar  á  este  punto,  veáis 
con  toda  claridad,  y  toquéis  de  bulto  la  injusticia  contra  la 
cual  he  venido  á  reclamar.  Es  sensible  ver  tratadas  con  tanta 
ligereza,  y  como  cosa  de  un  día,  cuestiones  tan  importantes, 
que  el  tiempo  consignará  en  el  libro  de  la  historia;  y  que  serán 
para  muchos,  según  los  casos,  motivo  de  honor  ó  de  afrenta, 
cuando  sobre  jueces  y  reos,  sobre  perseguidores  y  perseguidos 
se  eleve  sereno  y  majestuoso  el  juicio  de  la  posteridad. 

Reunida  en  esta  ciudad  la  Comisión  Permanente  el  día  20 
de  junio,  declaró,  que  había  lugar  á  formación  de  causa  contra 
el  Diputado  Castillo.  La  Comisión  no  define  el  delito,  como  era 
natural  que  lo  hiciese;  dice  simplemente:  "por  los  hechos  á  que 
se  refiere  el  suiruirio  que  se  instruye  en  la  Comandancia  de  Ar- 
mas de  este  departamento,  con  motivo  del  asalto  y  toma  de 
Chiquimula."  Para  su  resolución  tuvo  presente  la  parte  del 
sumario  que  hemos  examinado;  y  en  ella,  como  se  ha  visto,  no 
hay  prueba  de  que  Castillo  fuese  cómplice  en  los  desórdenes  de 
Chiquimula. 

Que  la  Comisión  tan  sólo  recibió  del  Comandante  de  Armas 
la  parte  del  proceso  que  acabo  de  analizar,  se  demuestra  con  el 
párrafo  primero  del  oficio  que  aquélla  dirigió  al  Ministro  de  la 
Gobernación,  el  20  de  junio,  al  devolver  las  diligencias  del  caso, 
acompañadas  de  la  resolución  dictada  ese  día. 

"Con  las  77  fojas  que  contiene,  tengo  la  honra  de  devolver 
á  Ud,  las  diligencias  instruidas  en  la  Comandancia  de  Armas  de 
este  Departamento  contra  el  Diputado  José  León  Castillo." 

Si  en  esas  77  fojas  no  se  encuentra  nada  eme  preste  mérito 
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contra  el  reo,  qué  fundamento  legal  puede  tener  lo  resuelto  por 

la  Comisión  Permanente? 

La  declaratoria  de  haber  lugar  á  formación  de  causa  es  una 
grave,  gravísima  providencia  que  compromete  altamente  el 

honor  del  funcionario  público,  aparte  del  perjuicio  que  irroga  al 
ciudadano.  Sólo  motivos  muy  calificados  pueden  autorizarla: 
y,  tratándose  de  la  causa  de  un  diputado,  en  esa  prudencia  está 
empeñado  el  buen  nombre  de  la  Nación,  porque  el  honor  de  un 
pueblo  se  halla  inseparablemente  unido  al  honor  de  los  que 
interpretan  su  voluntad,  representan  sus  aspiraciones  y  dirigen 
sus  destinos.  -  * 

Creo  haber  demostrado  hasta  la  evidencia  que  la  decía- 
ratona  de  la  Comisión  Permanente  carece  de  fundamento  razo- 
nable; y  que  es  un  error  trascendental  que,  fuera  del  mal  que  va 
ha  causado,  con  haber  tenido  á  un  hombre  sujeto  por  tanto 
tiempo  a  miserias  y  privaciones,  puede  acarrear  aún  dañosas 
consecuencias,  si  por  la  fuerza  moral  que  tienen  los  precedentes 
«tableados,  el  presente  llegara  á  convertirse  en  norma  legal 
de  conducta  para  lo  futuro.  La  injusticia  es  una  pendiente  res- 
baladiza que  conduce  al  abismo.  No  dejéis  ahora  sembrada  esa 
mala  raíz,  si  no  queréis  cosechar  más  tarde  frutos  amargos 
y  venenosos.  6 

Vosotros,  señores  Generales,  para  bien  de  la  República,  es- 
táis en  el  deber  de  fundar  una  jurisprudencia  más  conforme  con 
los  principios  de  la  razón,  y  también  más  expansiva,  más  libe- 
ral, verdaderamente  protectora  de  los  fueros  inviolables  de  la 
personalidad  humana. 

Sólo  al  amparo  de  una  jurisprudencia  semejante  podrá  un 
país  gozar  plenamente  de  los  beneficios  del  gobierno  democrá- 
tico, porque  éste  no  prospera  con  vigor  y  lozanía,  sino  donde 
reina  la  justicia  en  toda  la  plenitud  de  su  poder  supremo  y 
donde  no  son  una  promesa  ilusoria,  letra  muerta  sin  valor  nin- 
guno en  el  terreno  de  la  vida  práctica,  las  leyes  que  garanti- 
zan la  libertad  civil  y  los  derechos  del  ciudadano 
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En  la  segunda  parte  del  sumario  hay  cuatro  puntos  capi- 
tales dignos  de  atenta  consideración. 

El  telegrama  de  Salvador  Galdámez  Piche; 

Las  denuncias  del  telegrafista  de  Jutiapa,  Vicente  Morales; 

Los  vivas  á  Castillo  gritados  por  los  revolucionarios  de 
Chiquimula;  y 

El  dicho  de  algunos  reos  sobre  el  plan  que  tenían  los  revo- 
lucionarios de  proclamar  á  Castillo  Presidente  de  la  República. 

El  telegrama  de  Galdámez  Piche  es  uno  que  éste  dirigió  de 
San  Salvador  el  19  de  junio,  concebido  en  estos  términos: 

"José  León  Castillo.  — Chiquimula.  — Enterado.  — A  sus  ór- 
denes.— Salvador  Galdámez  Piche." 

Como  se  ve,  el  telegrama  fué  dirigido  á  Chiquimula,  no 
obstante  eme  el  Diputado  José  León  Castillo,  se  hallaba  á  la 
sazón  en  esta  ciudad.  Ese  mensaje  no  llegó  á  manos  de  Castillo, 
sino  que,  al  recibirlo  el  telegrafista  de  Jutiapa,  lo  trasmitió  en 
el  acto  á  la  Dirección  General  de  Telégrafos  de  Guatemala,  de 
la  cual  oficina,  ignoro  por  qué  medio,  pasó  á  figurar  en  el  expe- 
diente. 

Prescindiré,  por  ahora,  de  la  explicación  que  posterior- 
mente ha  recibido  ese  mensaje,  para  considerarlo  como  si  toda- 
vía estuviese  en  su  indeterminación  primitiva.  En  ese  caso, 
ningún  valor  legal  podría  aplicársele,  como  paso  á  demostrarlo. 

Dando  por  supuesta  su  autenticidad,  no  podría  asegurarse 
legalmente,  esto  es,  en  virtud  de  prueba  rendida  en  el  proceso, 
que  mi  defendido  fuese  el  destinatario  del  mensaje:  muy  bien 
podía  ocurrir  que  éste  fuese  enviado  á  otra  persona  del  mismo 
nombre,  como  creo  que  la  hay;  duda  tanto  más  razonable, 
cuanto  qué  Castillo  no  se  hallaba  en  Chiquimula  á  donde  el 
mensaje  se  dirigió. 

Por  otro  lado  ¿qué  relación  tiene  ese  documento  con  el 
hecho  que  se  ventila  en  el  juicio?    Por  qué  suplir  con  la  imagi- 


nación  ó  con  el  deseo,  lo  que  no  consta  de  ningún  modo  ni  en 
los  términos  ni  en  el  espirita  de  ese  mensaje?  Qué  razones  auto- 
rizan para  pensar  que  sea  alusivo  á  la  rebelión?  Yo  no  veo 
ninguna.  Castillo  niega  conocer  á  Galdámez;  dice  que  no 
puede  asegurar  si  él  es  ó  no  el  destinatario  de  esc  papel,  porque 
á  uno  pueden  llegarle  cartas  y  telegramas  de  gente  descono- 
cida. Falta  prueba  (pie  lo  convenza  de  malicia;  luego  no  hay 
motivo  para  deducir  de  esc  papel  una  consecuencia  adversa, 
ni  que  apoye  el  mérito  probatorio  que  se  le  ha  querido 
atribuir. 

Pero  estas  consideraciones,  aunque  poderosas,  nada  son 
ante  la  terminante  disposición  del  artículo  195  del  Código  Mi- 
litar, 2a.  Parte,  que  reza: 

"Los  documentos  privados  sólo  hacen  prueba  plena  contra 
su  autor,  cuando  fueren  judicialmente  reconocidos  por  este." 

He  aquí  dos  conceptos  bien  claros  y  distintos: 
lo. — Un  documento  privado  únicamente  puede  hacerse  valer 
contra  su  autor,  ó  sea,  contra  la  persona  ó  personas  que  lo 
han  suscrito.  La  persona  á  quien  se  dirige  el  documento,  y  las 
mencionadas  en  el  mismo,  nada  tienen  que  ver  con  la  respon- 
sabilidad que  ese  documento  produzca.  Y  sería  absurdo  que 
se  estableciese  lo  contrario.  ¿A  dónde  iría  uno  á  parar,  si 
estuviera  expuesto  á  que  cualquier  criminal  lo  arrastrase  en  su 
desgracia,  con  sólo  dirigirle  una  carta  implicándolo  en  su 
delito?  Supongamos  que  en  estos  momentos  se  presenta  el 
mensajero  de  la  oficina  telegráfica,  con  un  parte  dirigido  de 
Santa  Ana  al  señor  Presidente  del  Consejo  de  Guerra,  en  el 
cual  José  María  González  le  hable  como  cómplice  en  su  tenta- 
tiva de  Chiquimula,  y  lo  invite  para  tin  nuevo  pronuncia- 
miento, ¿que  culpa  tendría  en  ello  el  señor  General  Solares?  Nin- 
guna; y  sin  embargo,  siguiendo  la  norma  de  conducta  adop- 
tada con  Castillo,  el  señor  General  Solares  inmediatamente 
debía  ir  á  parar  al  calabozo.  ¿Qué  seguridad  habría  en  un  país 
regido  por  tales  prácticas?  En  honor  de  Guatemala  y  su  Go- 
bierno, quiero  creer  que  éste  es  un  caso  excepcional  que  es  de 
esperarse  no  se  repetirá  en  lo  sucesivo. 

2o.  concepto. — Establecido  que  el  documento  privado  sólo 
puede  valer  contra  su  autor,  y  no  contra  otro,  exige  más  la 
ley,  pues  pide  que  ese  documento  sea  reconocido  judicialmente 
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por  su  mismo  autor,  ó  que  se  compruebe  con  testigos  su  validez. 
Sin  aquel  reconocimiento  ó  esta  prueba,  el  documento  privado 
es  como  un  papel  en  blanco,  que  nada  afirma,  que  nada  niega, 
que  nada  demuestra.  Y  ese  es  sin  duda  el  caso  presente.  El  pre- 
sunto autor  de  ese  telegrama  es  Salvador  Galdámez.  Este  ni 
es  parteen  el  juicio,  ni  ha  reconocido  su  firma,  ni  se  ha  pro- 
bado con  testigos  la  certeza  de  la  procedencia  del  mensaje. 
Nada,  pues,  significa  ese  papel  en  el  proceso. 

Es  tan  lógico  lo  que  dispone  el  artículo  195,  que  hace  poco 
cité,  que  su  precepto  se  aplica  no  sólo  en  materia  criminal, 
sino  también  en  asuntos  puramente  civiles  y  comerciales.  El 
documento  privado  sólo  hace  fe  contra  el  que  aparece  haberlo 
suscrito,  previo  su  reconocimiento  ó  verificación  en  juicio  con- 
tradictorio.   Nunca  produce  efecto  contra  terceros  extraños. 

Finalmente,  las  leves  de  Guatemala  disponen  que,  para  que 
haga  fe  en  juicio  un  documento  público,  emanado  de  país 
extranjero,  es  indispensable  que  venga  autenticado  en  forma 
por  el  Agente  Diplomático  ó  Consular  de  Guatemala  en  el  país 
de  que  procede  el  instrumento,  ó  par  el  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  del  mismo;  y  que  la  certificación  de  autenticidad  sea 
reconocida  por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  esta 
República.  Sin  esos  requisitos,  el  documento  carece-  de  fuerza 
probatoria  en  juicio. 

Si  ésto  se  aplica  á  documentos  revestidos  de  solemnidades 
que  garantizan  el  hecho  de  su  otorgamiento,  y  hacen  difícil, 
si  no  imposible,  su  falsificación  ¿qué  diremos  de  un  simple  tele- 
grama, suscrito  por  un  desconocido,  y  cuyas  palabras  no  bas- 
tan para  determinar  el  asunto  á  que  se  refiere? 

De  todo  lo  dicho  respecto  al  telegrama  deduzco:  que  no 
consta  legalmente  (lo  cual  quiere  decir,  en  virtud  de  prueba  ren- 
dida en  el  proceso)  que  ese  telegrama  sea  autentico,  esto  es, 
procedente  de  la  persona  que  aparece  suscrita:  que  ese  tele- 
grama no  tiene  relación  ninguna  (establecida  legalmente)  con 
el  asalto  del  cuartel  de  Chiquimula:  que  no  está  probado,  con 
arreglo  á  derecho,  que  el  destinatario  sea  el  señor  Diputado  don 
José  León  Castillo:  que  aun  suponiendo  que  el  telegrama  pro- 
cediese de  la  oficina  que  indica,  no  está  reconocido  judicialmente 
por  su  autor,  ni  verificado  con  prueba  de  testigos  en  juicio 
contradictorio:  que  aun  cuando  estuviese  reconocido  ó  verifi- 
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cado,  tan  sólo  haría  prueba  contra  su  autor,  que  es  Salvador 
Galdámez;  y  que,  por  último,  si  en  lugar  ile  considerar  ese  tele- 
grama como  documento  privado,  se  le  quiere  dar  fuerza  de 
instrumento  público,  para  salvar  el  inconveniente  de  la  falta  de 
reconocimiento  ó  verificación,  entonces  ese  supuesto  instru- 
mento público,  no  vale  en  juicio  porque  no  está  autenticado  en 
debida  forma. 

Todas  estas  verdades  sencillas  y  naturales,  que  sin  esfuerzo 
se  descubren  y  sin  esfuerzo  se  comprenden,  lian  debido  pasar 
por  la  mente  de  los  eme  han  conocido  en  esa  causa.  Sin  em- 
bargo, ese  telegrama  ha  sido  el  Aquiles  de  la  acusación:  con  él 
se  ha  considerado  al  reo  como  convicto  y  confeso.  Una  cosa, 
sí,  diré  que  no  se  ha  podido  hacer  con  ese  documento,  por  más 
valor  que  se  le  ha  dado,  y  es  borrar  la  ilegalidad,  la  infracción 
déla  Ley  Constitutiva,  cometida  con  la  prisión  de  Castillo;  y 
no  se  ha  podido  lograr  esa  justificación,  porque  el  telegrama 
fué  puesto  en  San  Salvador  el  19  de  junio,  y  Castillo  había  sido 
capturado  en  esta  ciudad  el  16. 

»  #  # 

Las  denuncias  del  telegrafista  Vicente  Morales  constan  en 
varios  partes  dirigidos  de  Jutiapa  al  señor  Presidente  de  la 
República,  participándole  que  el  Doctor  Ignacio  Castro  y  el 
General  Pedro  Barillas  habían  hablado  en  reserva  al  denun- 
ciante para  que  les  ayudase  en  una  conspiración,  y  que  para 
ello  le  habían  hecho  varios  ofrecimientos. 

"Me  dicen,  afirma  el  telegrafista  en  uno  de  sus  partes,  que 
un  señor  Llerena  de  esa  capital  les  da  el  dinero,  y  que  don  José- 
León  Castillo  es  uno  de  los  cabecillas:  también  me  dice  Castro 
que  están  auxiliados  por  el  Salvador,  donde  cuentan  con  todos 
los  emigrados  de  esta  República,  elementos  de  guerra  y  dinero." 

Dice,  en  otros  telegramas  en  que  no  menciona  á  Castillo, 
que  Castro  le  aseguraba  estar  listos  para  el  movimiento  como 
seis  mil  hombres,  cerca  de  la  frontera  salvadoreña,  y  como  dos 
millones  de  pesos. 

Siendo  Morales  denunciante,  su  declaración  no  puede  tener 
el  valor  legal  de  una  declaración  de  testigo.  El  denunciante  y 
el  acusador  tienen  interés  en  que  se  pruebe  lo  que  aseguran, 
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porque  de  lo  contrario,  caería  sobre  ellos  la  responsabilidad  de 
la  calumnia.  Su  declaración  no  puede  considerarse  de  otro 
modo  que  como  parte  integrante  de  la  misma  denuncia  ó  acu- 
sación, y,  en  consecuencia, como  una  diligencia  ad  iin/nin  iiihuii, 
que  no  tiene  fuerza  probatoria  contra  el  reo. 

Pero  supongamos,  lo  que  no  admito,  que  la  declaración 
del  telegrafista  Morales  valga  como  prueba  de  testigo,  y  que 
sea  cierto  lo  que  dice;  no  refiriéndose  él  á  palabras  recibidas 
directamente  del  propio  José  León  Castillo,  nada  más  injusto 
que  exigir  á  éste  la  responsabilidad  de  expresiones  ajenas. 
¿Qué  culpa  tiene  él  si  se  ha  usado  indebidamente  de  su  nombre? 
De  dónde  nace  esa  solidaridad  que  se  quiere  establecer  forzosa- 
mente entre  personas  á  quienes  no  enlaza  ni  el  vínculo  del 
parentezco  ni  el  de  las  opiniones  politicas,  puesto  que  los 
señores  Castro  y  Barillas  no  han  militado  en  el  mismo  bando 
que  Castillo?  Obsérvese  también  lo  inverosímil,  lo  falso  de  los 
informes  que  el  telegrafista  pone  en  boca  de  Castro.  ¿Dónde 
están  esos  seis  mil  hombres  sobre  la  frontera  salvadoreña? 
dónde  está  el  auxilio  del  Salvador?  dónde  esos  dos  millones 
de  pesos?  Y  el  cuento  de  la  Presidencia  de  Castillo,  y  de  la 
participación  de  "un  señor  Llerena"  no  será  de  la  misma  clase 
que  el  cuento  de  los  miles,  y  de  los  millones,  y  del  auxilio  salva- 
doreño? Sería  preciso  interponer  un  poco  de  prevención  para 
responder  lo  contrario. 

#  #  * 

Otro  hecho  á  que  se  ha  tratado  de  dar  una  importancia 
que  no  tiene  es  al  de  los  vivas  proferidos  á  Castillo  por  los 
facciosos  de  Chiquimula,  sobre  lo  cual  declaran  Lisandro  Peña, 
Salvador  España  y  Juan  Miranda,  y  á  que  se  refieren  dos 
telegramas  del  Jefe  Político  de  Zacapa  (folios  127  y  130.)  Hay 
en  ésto  algo  semejante  al  caso  del  telegrama  de  Galdámez:  se 
pretende  exigir  á  un  hombre  responsabilidad  por  hechos  y 
dichos- en  que  no  tiene  culpa  ni  parte, ynadie  creerá  que  tamaña 
pretcnsión  tenga  algún  viso  de  justicia.  Un  hombre  sólo  res- 
ponde de  sus  propios  actos  ú  palabras,  cuando  con  ellos  hiere 
ó  amenaza  el  derecho  ageno;  de  los  actos  6  palabras  de  otro, 
por  más  criminales  que  sean,  nunca  está  sujeto  á  responder  un 


extraño.  La  ley,  la  razón  ilustrada,  el  simple  sentido  común 
cooperan  de  consumo  para  establecer  esa  regla  de  derecho. 
Castillo  ha  tenido  en  Chiquimula  amigos  y  correligionarios 
políticos.  Algunos  de  ellos,  seducidos  por  los  engaños  de  los 
cabecillas  de  la  rebelión,  entraron  en  el  número  de  los  facciosos, 
en  la  creencia  de  que  se  alzaban  por  el  candidato  de  sus  sim- 
patías: de  aquí  los  vivas  y  las  aclamaciones.  La  responsabili- 
dad que  por  esta  causa  sobrevenga  no  puede  menos  que  ser 
personal. 

#  *  # 

Veamos  ahora  las  declaraciones  sobre  el  propósito  mani- 
festado por  los  cabecillas  de  la  rebelión  de  proclamar  Presi- 
sidetite  al  señor  Castillo. 

Al  follio  180,  Guillermo  Sagastume  declara  que,  en  sus  con- 
versaciones, oyó  decir  á  los  cabecillas  de  la  rebelión,  que  lo  eran 
donjuán  R.Cuéllar,  don  Filadelfo  y  don  Manuel  Moraga  y  don 
Martín  Cordón,  que  á  quien  iban  á  colocar  de  Presidente  de  la 
República  era  don  José  León  Castillo,  pues  tenían  su  plan  for- 
mado; que  á  la  hora  de  lo  ocurrido  en  Chiquimula,  tenía  que 
haber  sucedido  lo  mismo  en  Guatemala,  Zacapa,  Jalapa  y  otros 
departamentos,  con  excepción  de  Quezaltcnango;  y  que  quién 
debía  haber  tomado  el  Castillo  de  San  Josí  era  el  capitán 
Cuéllar. 

Cuando  Sagastume  declaró  era  reo  sujeto  á  prisión:  su 
testimonio,  por  tanto,  á  nadie  puede  perjudicar  legalmente, 
según  el  inciso  2o.  del  Art.  207  del  Código  Militar  2a.  Parte. 
Mas  no  me  cansaré  de  repetir  lo  que  tantas  veces  he  dicho 
acerca  de  este  punto,  y  es  que,  sólo  faltando  á  todo  principio  de 
razón  y  de  legalidad,  se  puede  hacer  á  un  hombre  responsable 
de  palabras  de  otro,  cuando  no  se  demuestra  que  él  las  ha 
autorizado  con  su  consentimiento  tácito  ó  expreso.  El  reo  dice 
que  Cuéllar,  los  Moragas  y  Cordón  manifestaron  su  propósito 
de  colocar  de  Presidente  á  don  José  León  Castillo,  pero  no  dije- 
ron que  éste  se  hallaba  de  acuerdo  con  ellos  en  el  plan,  ni  que  él 
fuese  el  encargado  de  ese  proyectado  movimiento  sobre  la  ca- 
pital. 

Al  folio  1S2,  Coronado  Retana,  Regidor  de  Chiquimula, 
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depone  que  en  el  acto  que  se  intimaba  á  la  Municipalidad  para 
que  firmase  el  acta  de  adhesión  al  pronunciamiento,  se  le  dijo 
que  habría  un  cambio  de  Gobierno,  y  que  don  José  León  Cas- 
tillo presidiría  el  nuevo  en  la  capital. 

Al  folio  294,  consta  la  declaración  de  Benjamín  Ortiz,  basa- 
da, según  él  mismo  expresa,  en  lo  que  oyó  decir  á  Juan  Ramón 
Cuéllar,  en  conversación  con  José  María  González.  Refiere  Ortiz 
que  el  plan  de  los  revolucionarios  era  proclamar  á  don  José 
León  Castillo  Presidente  de  la  República:  que  éste  tenía  prepa- 
rado para  el  17  el  ataque  á  las  guarniciones  de  la  capital;  pero 
que  no  lo  hizo  por  haberse  anticipado  el  de  Chiquimula:  que  de 
Zacapa  y  Jalapa  no  había  comprometidos  en  el  movimiento; 
<|ue  lo  que  tenían  dispuesto  hacer  los  facciosos  en  estas  plazas 
era  .atacarlas  con  fuerzas  que  debían  venir  del  Salvador; 
y  que  quien  daría  el  dinero  para  la  revolución  era  don  José 
León  Castillo,  dinero  que  ya  estaba  en  Jutiapa. 

A  estas  dos  últimas  declaraciones  son  enteramente  aplica- 
bles las  observaciones  hechas  respecto  á  la  primera.  Ambos 
declarantes  son  reos  en  el  juicio:  Retanacuenta  lo  que  le  dijeron, 
Ortiz,  lo  que  oyó  conversar  á  los  cabecillas:  ninguno  de  los  dos 
da  testimonio  directo,  á  ninguno  de  ellos  le  consta  personal- 
mente que  Castillo  tuviese  compromisos  con  los  revoluciona- 
rios. 

Al  folio  295  declara  Francisco  López  h.  que  estuvo  en  la 
Comandancia  de  Chiquimula  reunido  con  todos  los  revolucio- 
narios, y  por  ellos  supo  que  se  proponían  derrocar  al  Gobierno 
y  secundar  los  propósitos  del  Comité  Central  que  se  había 
constituido  en  la  capital  de  la  República:  que  no  le  dijeron  los 
cabecillas  quiénes  formaban  ese  Comité,  ni  dónde  tenía  su 
asiento;  y  que  Cuéllar  le  mostró  un  telegrama  que  decía:  "escri- 
tura otorgada  anoche,"  que,  según  la  clave  de  éste,  significaba 
que  la  noche  del  15  había  sido  tomado  el  Castillo  de  San  José. 

López  ni  siquiera  menciona  á  Castillo:  cuando  declaró  no 
podíá  ser  testigo  idóneo,  por  hallarse  sujeto  como  reo  á  prisión, 
porque  éste  es  el  mismo  desgraciadojoven  que  después  murió  de 
una  manera  trágica  en  las  cárceles  de  Chiquimula.  Respecto  al 
valor  moral  de  su  dicho,  repetiré  que,  siendo  éste  una  simple 
referencia  á  palabras  de  otro,  nunca  ha  de  estimarse  ni  aun 
como  base  para  una  prueba  presuntiva.    No  dejemos  inail ver- 
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tido  el  telegrama  en  clave  que  Cuéllar  le  mostró  á  López,  por- 
que ese  parte  pone  en  evidencia,  que  acpiel  joven  incauto,  digno 
por  sus  prendas  de  un  hado  menos  cruel,  y  muchos  tal  vez  á 
semejanza  suya,  fueron  arrastrados  al  mal  por  medio  del 
engaño,  y  porque  se  abusó  de  un  modo  infame  de  su  credulidad 
é  inexperiencia. 

Notad  ahora  las  contradicciones  siguientes: 

Vicente  Morales,  aquel  telegrafista  denunciante,  dice  que 
quien  daba  el  dinero  para  la  revolución  era  un  señor  Llercna, 
de  la  capital;  y  Benjamín  Ortíz  dice  que  era  don  José  León 
Castillo.  Como  este  no  es  hombre  .acaudalado,  capaz  de  poner 
al  servicio  de  una  revolución  dos  millones  de  pesos,  la  impos- 
tura se  toca  de  bulto. 

Guillermo  Sng.'istumc  dice  que  lo  ocurrido  en  Chiquimula 
debió  haber  sucedido  en  Zacapa,  Jalapa  y  otros  departamentos, 
excepto  O_uezaltenango  y  Benjamín  Ortíz  dice,  que  Zacapa  y 
Jalapa  no  estaban  comprometidos  en  el  movimiento.  Ambos 
se  refieren  al  dicho  de  Juan  Ram'm  Cu'llar,  ¿que  fe  pueden 
merecer  para  un  hombre  juicioso  y  recto  estas  afirmaciones 
contradictorios?  No  hay  medio:  ó  uno  de  los  dos  reos,  Ortíz  ó 
Sagastume,  ha  faltado  á  la  verdad,  ó  todo  ese  relato  de  com- 
binaciones políticas  y  pronunciamientos  simultáneos  no  pasa 
de  ser  una  superchería  de  Juan  Ramón  Cuéllar.  En  todo  caso, 
y  aun  considerando  á  los  dos  reos  como  testigos,  la  ley  establece 
que  dos  declaraciones  contradictorias  se  desvirtúan  recíproca- 
mente. 

Es  de  interés  considerar  el  empeño  (pie  demuestran  algunos 
declarantes  en  hacer  creer  que  el  movimiento  de  Chiquimula 
estaba  combinado  con  una  invasión  de  fuerzas  del  Salvador, 
cuyo  número  hace  subir  el  telegrafista  Morales  de  Jutiapa 
hasta  seis  mil  hombres.  Como  éstos  no  podían  ser  todos  emi- 
grados, porque  no  creo  que  haya  tantos  de  Guatemala  en  el 
Salvador,  si  se  toma  como  cierta  la  referencia  que  hace  Mo- 
rales, no  queda  otro  recurso  para  explicar  esa  numerosa  inva- 
sión, que  convenir  en  que  el  Gobierno  del  General  Gutiérrez 
estaba  comprometido  á  hacer  causa  común  con  los  revolucio- 
narios de  Guatemala.  Parece  inclinarse  también  á  esta  suposi- 
sión  el  que,  hallándose  Castillo  en  esta  capital,  se  dijese  que  el 
dinero  que  iba  á  dar  para  la  revolución  estaba  ya  en  Jutiapa, 
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es  decir,  venía  por  el  lado  del  Salvador.  Y  como  Castillo  no  es 
rico,  ni  es  razonable  pensar  que  esos  dos  millones  fuera  contin- 
gente que  enviaba  á  la  revolución  el  pueblo  salvadoreño,  tam- 
poco resta  otro  medio  de  explicarse  la  venida  de  esos  dos  mi- 
llonesde  pesos,  sino  aceptando  el  supuesto  de  que  los  mandaba 
el  Gobierno  del  Salvador. 

Ved  hasta  qué  conclusiones  tan  extravagantes  y  ridiculas 
nos  conduce  el  aceptar  esas  denuncias  y  declaraciones.  Xo  pre- 
gunto por  el  dinero,  porque  tal  vez  se  me  respondería  que  está 
oculto;  pero  ese  ejército  de  seis  mil  soldados  no  podría  escon- 
derse ¿dónde  está? 

La  revolución  estalló  en  Chiquimula  el  16  de  junio.  Según 
dice  Benjamín  Ortíz,  en  la  capital  estaba  preparada  para  el  17: 
según  afirman  otros,  para  el  22  ó  23.  Natural  es  pensar  que 
á  la  primera  fecha  estuviese  el  ejército  salvadoreño  en  la  fron- 
tera; pero  á  todo  el  mundo  le  consta  que  no  hubo  tal  auxilio, 
y  que,  por  dicha  de  ambos  países,  los  Gobiernos  de  Guatemala 
y  el  Salvador  cultivan  sinceras  relaciones  de  amistad. 

Qué  valen,  en  vista  de  éso,  tales  denuncias  y  declaraciones? 
Desvirtuadas  en  punto  tan  sustancial,  todo  su  mérito  viene  á 
tierra;  y  sólo  espíritus  prevenidos  continuarán  creyendo  que 
Castillo  iba  á  contribuir  con  dos  millones  de  pesos,  que  ya 
estaban  en  Jutiapa,  en  cambio  de  la  Presidencia  de  la  Repú- 
blica. 

Sabéis  lo  que  en  mucho  ha  pasado  en  este  asunto?  Que  im- 
presionado el  ánimo  de  algunos  por  una  multitud  de  rumores 
y  noticias  anónimas  que  produjeron  atmósfera  en  los  días  de  la 
toma  de  Chiquimula,  se  han  formado  una  conciencia  errónea  de 
los  hechos,  que  no  les  deja  ver  con  claridad  las  justas  propor- 
ciones de  lo  que  ha  ocurrido;  y  que  ha  sido  causa  de  que  á  reos 
inocentes  se  les  trate  como  culpables,  y  de  (pie  muchos  testi- 
gos aparezcan  dando  deposiciones  contradictorias  y  ridiculas. 

Yo  recuerdo  que  en  aquellos  días  corría  como  opinión  muy 
autorizada  la  de  que  ese  movimiento  revolucionario  era  obra, 
según  se  decía,  "de  la  Triple  .  lllnuzn."  Felizmente  las  cosas  no 
pasaron  á  más,  3'  pronto  vino  la  palabra  del  Gobierno  en  el 
diario  oficial  á  serenar  los  ánimos  y  desvanecer  inquietudes. 
Quién  sabe,  si  la  noticia  circulante  cpie  llegó  á  mis  oídos,  sol>re 
la  supuesta  intervención  de  éso  que  aquí  llaman  Triple  AliarCza 
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en  los  disturbios  de  Guatemala,  inspiró  en  gran  parte  aquéllo 
de  los  seis  mil  hombres  y  «le  los  dos  millones  de  pesos! 

*  *  # 

Los  cuatro  ptintos  que  .acabo  de  examinar  constituyen  la 
esencia  de  la  segunda  parte  del  sumario.  Va  habéis  visto  que 
todo  ¿so  nada  vale,  nada  significa  ni  legal  ni  moralmente; 
y  que,  considerado  con  imparcialidad,  no  puede  servir  de  apoyo 
ni  aun  para  una  conjetura  ligeramente  fundada.  121  señor  Fiscal 
dice  en  su  pedimento  que  Castillo  no  ha  desvanecido  las  presun- 
ciones que  obran  en  su  contra:  yo  le  contesto  (pie  esas  que  él 
llama  presunciones  están  desvanecidas  desde  el  principio,  por- 
que nunca  han  tenido  cuerpo,  y  porque  lo  absurdo  se  desvanece 
por  sí  solo. 

Todavía  queda  en  pie  un  incidente  de  la  prueba.  Aquilino 
Gómez,  aquel  Alcaide  que  visteis  preocupado  é  intranquilo  en  la 
Penitenciaría  por  la  prisión  de  Cuéllar,  fué  arrestado  como  sos- 
pechoso. Kn  su  declaración  ( folio  10+)  niega  haber  estado  ha- 
blando en  secreto  con  Castillo;  haber  recibido  noticia  de  (pie 
se  preparaba  movimiento  revolucionario,  ó  pronunciamiento 
del  presidio;  y  con  mayor  razón,  tener  complicidad  en  tales 
intentos;  dice  que  ignora  si  había  Comité  Central  revolucio- 
nario en  esta  ciudad,  y  desconoce  el  hecho  de  haber  escrito 
á  Castillo  una  carta.  En  otra  declaración  (folio  105)  mani- 
fiesta que  Castillo  nunca  había  llegado  á  la  Penitenciaría,  y 
(pie  es  falso  que  los  dos  hayan  estado  hablando  con  Salvador 
Cuéllar  en  ese  lugar:  que  con  Cuéllar  sí  ha  conversado  muchas 
veces  el  declarante,  pero  nada  más  que  sobre  asuntos  del  ser- 
vicio. 

La  negativa  de  Aquilino  Gómez  se  opone  á  lo  que  Castillo 
asegura  en  su  declaración  del  folio  124  vuelto,  pues  refiere  que 
hace  algunos  meses  pasó  por  la  Penitenciaría  y  entró  á  dar  las 
gracias  á  Gómez  por  un  obsequio  que  éste  le  había  hecho,  y  á 
recomendarle  al  reo  Luis  Solórzano:  dice  además  que  no  ha 
recibido  cartas  de  Gómez,  y  (pie  únicamente,  cuando  estaba 
reunida  la  Asamblea,  recibió  de  él  una  tarjeta  en  (pie  le  encar- 
gaba se  interesase  por  conseguirle  un  aumento  de  sueldo. 

Respecto  á  la  tarjeta  y  la  carta,  el  asunto  por  sí  mismo  se 
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explica:  una  y  otra  cosa  son  diferentes.  La  pregunta  se  refería 
á  carta,  y  la  respuesta  vino  bien:  Gómez  dijo  la  verdad  al  negar 
que  hubiese  escrito  cartas  á  Castillo.  En  cuanto  á  la  visita, 
debe  de  haber  un  olvido  de  Gómez,  motivado  por  el  lapso  de 
tiempo  trascurrido;  más  aunque  fuese  una  reserva  voluntaria, 
si  ella  ha  de  inducir  alguna  presunción  desfavorable,  será  con- 
tra Gómez  que  niega,  de  ninguna  manera  contra  Castillo  que 
afirma  ingenuamente  el  hecho  y  explica  el  objeto  de  la  visita. 

Sería  poner  en  duda  que  estáis  dotados  de  juicio  recto  y 
entendimiento  comprensivo,  empeñarme  en  probar  que  en  otros 
pasajes  de  la  causa  que  se  refieren  á  Castillo,  como  los  tele- 
gramas cruzados  con  Julián  Beltetón,  las  declaraciones  de 
Monterroso  y  Baudilio  Palma,  etc.,  no  se  encuentra  nada  que 
perjudique  al  que  defiendo:  para  persuadirse,  basta  la  simple 
lectura,  sin  necesidad  de  raciocinio;  las  cosas  muy  claras  se  ven, 
no  es  preciso  demostrarlas.  Permitidme  tan  sólo  hacer  una 
ligera  referencia  al  joven  Palma:  no  es  malo  que  sepáis  lo  que 
voy  á  decir,  para  que  os  forméis  idea  de  cómo  se  ha  procedido 
en  este  asunto:  Palma  pidió  la  exhibición  de  la  persona  de  Cas- 
tillo el  19  de  junio;  la  Corte  Suprema  de  Justicia  nada  positivo 
le  proveyó  en  su  escrito;  en  cambio  él  estuvo  metido  por  esa 
causa  19  días  en  la  cárcel  en  calidad  de  conspirador. 


TERCERA  PARTE 


El  Tribunal  Militar  que  seguía  la  causa  contra  Castillo  y  sus 
compañeros  de  prisión,  dispuso  la  acumulación  de  ella  al  pro- 
ceso que  contra  los  autores  del  pronunciamiento  de  Chiquimula 
se  formaba  en  aquella  ciudad:  en  tal  virtud  los  reos  de  aquí 
fueron  conducidos  con  su  causa  á  Chiquimula.  Más  tarde,  el 
Poder  Ejecutivo  decretó,  en  uso  de  la  facultad  que  le  confiere 
el  artículo  .'508  del  Código  Militar  2a.  Parte,  que  el  Consejo  de 
Guerra  de  Oficiales  Generales  que  debe  conocer  y  resolver  ese 
asunto  se  instalase  en  la  capital  de  la  República:  volvieron,  en 
consecuencia,  los  reos  de  Chiquimula. 

Tomada  la  confesión  con  cargos,  el  señor  Fiscal  formuló  su 
pedimento  del  que  copio  la  parte  referente  á  Castillo. 


"De  lo  declarado  por  José  León  Castillo,  con  cuya  indaga- 
toria se  (lió  principio  á  la  sumaria  información,  así  como  de 
las  demás  constancias  de  autos  que  se  refieren  á  él,  no  aparece 
la  prueba  completa  que  pudiera  convencerle  del  delito  dé  rebe- 
lión, para  imponerle  la  pena  correspondiente;  pero  tampoco  se 
halla  demostrada  su  inocencia,  porque  hasta  aquí  no  están 
desvanecidas  Iris  presunciones  que  el  sumario  arroja  contra  él. 
En  consecuencia,  el  Fiscal  que  suscribe  cree  que  A  José  León 
Castillo  debe  absolvérsele  tan  sólo  de  la  instancia,  con  el  funda- 
mento de  las  constancias  de  autos  y  del  artículo  4-23  del  Có- 
digo Militar  2a.  Parte. 

Aquí  tenéis,  como  atrás  lo  hice  notar,  una  grave  inconse- 
cuencia. El  señor  Fiscal  no  advirtió  que  su  pedimento  está 
en  abierta  oposición  con  lo  dicho  por  el  señor  Comandante  de 
Armas  en  su  nota  de  20  de  junio,  liste  asegura  con  total 
aplomo,  con  la  confianza  propia  de  una  conciencia  inmoble  en 
la  rectitud  de  su  juicio,  (pie  la  culpabilidad  de  Castillo  se  ad- 
vierte desde  el  principio  de  la  causa,  hasta  por  sus  propias  de- 
claraciones; y  después,  cuando  se  han  agregado  al  expediente 
denuncias,  testimonios,  compulsas,  careos,  confesiones,  docu- 
mentos; cuando  se  ha  agotado  por  completo  la  materia  de  la 
investigación,  y  ya  no  queda  campo  ninguno  que  explorar, 
entonces  aparece  el  señor  Fiscal  dándonos  la  noticia  de  que  no 
hay  prueba  suficiente  en  el  proceso  para  condenar  á  Castillo. 
¿Qué  dirán  de  ésto  las  personas  imparciales,  cuál  tendrá  que  ser 
el  juicio  de  la  posteridad?  Observo,  por  otra  parte,  que  el  pedi- 
mento del  señor  Fiscal  no  sólo  está  reñido  con  el  voto  del  señor 
Comandante  de  Armas,  sino  que  también  sus  términos  son 
contradictorios  entre  sí.  El  reconoce  que  no  hay  prueba  para 
condenar  á  Castillo,  pero  .añade  que  existen  presunciones  que 
no  han  sido  desvanecidas;  más  como  las  presunciones  son 
medio  legal  de  prueba,  según  lo  establece  el  artículo  lcSS  del 
Código  Militar  2a.  Parte.no  habiendo  lo  uno  tampoco  puede 
haber  lo  otro. 

Pero  de  dónde  sacará  el  señor  Fiscal  esas  presunciones?  Por 
más  que  me  esfuerzo,  no  acierto  á  explicármelo;  pues  se  me  hace 
duro  creer  cpie  él,  persona  juiciosa,  aún  esté  pensando  en  serio 
en  aquéllo  de  "un  señor  Llercna,"  de  la  tristeza  de  Aquilino  Gó- 
mez, de  los  seis  mil  hombres,  de  los  dos  millones  de  pesos,  y 
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otras  invenciones  que  se  desvanecen  por  sí  mismas  como  el 
humo  en  el  viento. 

Tampoco  me  figuro  cpie,  por  ser  el  señor  Castillo  opositor 
al  Gobierno  del  General  Reina  Barrios,  crea  el  señor  Fiscal  que 
forzosamente  ha  de  ser  cómplice  en  todo  movimiento  revolucio- 
nario. No:  las  opiniones  políticas,  cualesquiera  que  sean,  no 
inducen  presunción  de  culpabilidad  en  trabajos  subversivos, 
purque,  á  juzgar  de  esa  manera,  la  libertad  que  garantizan  los 
artículos  2(5  y  44  de  la  Constitución  sería  ilusoria,  desde  luego 
que  bastaría  diferir  de  la  opinión  política  del  Gobierno,  para 
quedar  perpetuamente  indiciado  de  conspirador. 

Ser  opositor  no  debe  considerarse  como  sinónimo  de  parti- 
dario del  desorden  y  desquiciamiento  social.  La  oposición  es 
buena,  la  oposición  es  necesaria,  es  indispensable  para  la  vida 
de  las  democracias.  Ella  mantiene  en  su  fiel  la  balanza  del 
equilibrio  político,  y  perpetúa  en  la  sociedad  la  lucha  por  el 
derecho,  sin  la  cual  no  podrían  verificarse  ni  la  mejora  de  las 
instituciones  ni  la  educación  délos  pueblos.  El  señor  Castillo 
es  hombre  honrado:  no  hay  quien  le  niegue  ese  reconocimien- 
to: será  opositor  enérgico  y  valiente,  más  no  se  haga  á  la 
Nación  guatemalteca  la  injuria  de  suponer  que  uno  de  sus 
representantes  más  estimados  y  populares  pertenece  á  la 
familia  de  los  dinamiteros. 

Yo  habría  deseado  que  el  señor  Fiscal  fuese  un  poco  más 
explícito  en  su  pedimento,  y  singularizara  los  pasajes  del  pro- 
ceso de  que  nacen  las  presunciones  á  que  alude.  Así  me  sería 
dado  seguir  punto  por  punto  el  hilo  de  su  argumentación, 
confutar  sus  juicios  y  destruir  la  base  de  todos  sus  cargos.  En 
este  género  de  disputas,  señor  Fiscal,  en  que  sirve  de  tema  la 
vida,  el  honor,  ó  la  libertad  de  un  hombre,  es  un  compromiso 
de  lealtad  manifestar  al  adversario,  con  entera  buena  fe,  sin 
reserva  de  ninguna  especie,  todo  lo  que  pensamos,  todo  lo  que 
sentimos,  todo  lo  que  nos  sugiere  la  idea  del  deber  respecto  á 
nuestras  palabras  y  resoluciones.  Proceder  de  otro  modo  es 
revelar,  por  lo  menos,  debilidad,  desconfianza  del  propio  juicio. 
Foca  seguridad  ha  de  tener  el  señor  Fiscal  en  las  razones  que 
apoyan  SU  pedimento,  cuando  no  ha  querido  darlas  á  conocer; 
]>ero  permítame  advertirle  que  para  probar  una  cosa  no  es 
suficiente  afirmarla;  y  que,  sin  una  demostración  persuasiva, 


es  vano  intento  pretender  inclinar  por  el  rumbo  de  una  opinión 
el  ánimo  de  un  Tribunal,  á  quien  gobiernan  la  rectitud  y  la 
independencia;. 

En  el  plcnario  no  hubo  más  que  dos  diligencias  probatorias 
relativas  á  Castillo. 

Sin  ereerlo  necesario,  solicití  la  declaración  del  señor  Li- 
cenciado don  Juan  F.  Rodríguez,  para  explicar  el  objeto  cpie 
trajo  á  Juan  Kam.'m  Cuíllar  á  esta  ciudad  en  el  mes  de  marzo 
del  corriente  año.  Dice  el  testigo  que  Cuéllar  vino  con  recomen- 
dación dejos!  María  González  á  tratar  de  asuntos  relativos  á 
la  quiebra  de  éste;  y  que  sabe  lo  que  asevera,  porque  el  depo- 
nente era  apoderado  de  González  en  dos  juicios  (pie  en  aquella 
fecha  pendían  contra  él  en  esta  ciudad.  Ha  tenido,  pues,  un 
objeto  ostensible  la  llegada  de  Cuéllar,  y  no  hay  para  qué 
suponer  que  vino  á  concertar  tramas  políticas;  al  menos,  nin- 
gún dato  procesal  autoriza  para  afirmarlo. 

La  otra  diligencia  tenía  por  objeto  poner  en  claro  el  origen 
y  significado  de  aquel  telegrama  de  Salvador  Galdámez.  Dos 
declaraciones  solicité  con  tal  fin,  la  del  Sr.  Ministro  y  la  del  Sr. 
Cónsul  del  Salvador.  El  primero  se  excusó  de  dar  su  informe, 
en  uso  de  la  facultad  legal  que  tenía  para  hacerlo;  el  segundo, 
sin  duda  por  impedimento  legítimo,  no  pudo  corresponder  á  dos 
citaciones  que  le  dirigió  el  Tribunal  Militar.  Me  contraeré, 
pues,  á  daros  los  informes  fidedignos  que  tengo  sobre  el  asunto 
del  telegrama.  Salvador  Galdáraez  es  un  joven  salvadoreño 
bastante  ligero  de  carácter.  Hallábase  en  San  Salvador,  cuan- 
do se  recibió  en  aquella  capital  la  noticia  de  los  sucesos  de  Chi- 
quimula;  y  como  se  decía  por  allá  que  era  una  revolución  muy 
fuerte,  acaudillada  por  don  Jos'-  León  Castillo,  Galdámez,  im- 
pelido por  su  índole  irreflexiva,  y  sin  conocer  á  Castillo,  le  diri- 
gió el  telegrama  en  que  me  ocupo,  al  cual  esperaba  la  respuesta 
para  venirse  á  Chiquimula  á  incorporarse  en  las  filas  revolucio- 
narias. Esa  es  la  explicación  que  él  mismo  da,  y  confiesa  que  no 
conoce  á  Castillo,  ni  menos  tiene  amistad  con  él.  Dicho  joven 
Galdámez  fué  detenido  en  San  Salvador,  en  virtud  de  orden 
gubernativa  y  por  causa  del  referido  telegrama,  y  de  este  modo 
se  obtuvo  de  él  los  datos  que  dejo  relacionados. 

Recordaréis  que  en  la  segunda  parte  del  sumario  vimos  la 
declaración  de  aquel  reo  Benjamín  Ortiz;  y  que,  acerca  de  ella, 


os  dije  que  no  contenía  prueba  directa,  sino  meras  referencias 
á  palabras  de  Cuéllar  y  González.  Ahora  agrego:  que  son 
dignas  de  una  mirada  vuestra,  bastante  cuidadosa,  los  con- 
ceptos que  Ortiz  ha  consignado,  tocante  á  sus  declaraciones, 
en  su  alegato  de  defensa;  conceptos  que,  según  se  me  ha  dicho, 
ha  demostrado  ante  vosotros.  Refiere  que  fué  torturado  inhu- 
manamente en  la  cárcel  de  Chiquimula,  y  que  bajo  la  presión 
del  dolor  y  del  miedio,  dió  las  declaraciones  que  constan  en 
autos,  desde  la  segunda  inclusive.  Como  ese  es  un  hecho  que 
yo  no  he  presenciado,  ni  afirmo  ni  niego  lo  que  el  reo  alega, 
simplemente  lo  trascribo. 

Me  dirijo  ahora  á  un  episodio  de  interés. 

No  habréis  olvidado  que  Castillo  en  una  de  sus  declara- 
ciones dijo  que  no  cultivaba  con  Juan  Ramón  Cuéllar  relaciones 
de  amistad.  Pues  bien,  se  me  ha  referido  que,  al  practicarse  un 
registro  en  los  papeles  de  Cuéllar,  se  encontró  una  ó  dos  cartas 
que  le  había  escrito  Castillo,  y  además  un  retrato  de  éste  con 
una  dedicatoria. 

Si  esos  documentos  existen,  ignoro  por  qué  no  figuran  en 
la  causa.  La  persona  que  me  dió  noticia  de  ellos  me  manifestó 
que,  según  datos,  se  hallan  en  poder  de  un  alto  funcionario 
público: 

No  me  es  posible  analizar  el  contenido  de  esas  cartas,  por 
no  tenerlas  á  la  vista;  pero  si  existen,  abrigo  la  firme  convicción 
de  que  no  encierran  ninguna  cosa  importante  para  el  esclareci- 
miento de  la  verdad  en  el  juicio,  porque,  dada  la  buena  fe  del 
empleado  que  las  guarda,  y  el  celo  con  que  sirve  á  la  Adminis- 
tración de  que  forma  parte,  no  es  de  presumir  que  reservara 
esos  datos,  si  creyera  que  pueden  contribuir  de  alg'm  modo 
á  demostrar  la  existencia  de  planea  contrarios  al  bien  público 
y  á  la  causa  del  Gobierno  por  cuyos  intereses  trabaja  con 
solicitud. 

Rechazo,  pues,  como  ofensivo  al  honor  de  esc  dignatario, 
el  supuesto  de  que  esas  cartas  y  retrato  estén  preparados  para 
servir  de  apoyo  á  una  nueva  persecución  contra  mi  defendido: 
creo  sinceramente,  porque  no  puede,  no  debe  ser  de  otro  modo, 
que  lo  que  se  busca  en  esta  causa  es  el  camino  recto  y  despejado 
de  la  verdad  y  la  justicia.  Sentiría  tener  más  tarde  que  modi- 
ficar mis  impresiones,  y  convencerme  de  que  hay  de  por  medio 


propósitos  que  no  cañen  dentro  del  círculo  de  la  ley  ni  de  la 
probidad. 

Yo  he  interrogado  á  Castillo  acerca  de  ese  hecho,  y  me  ha 
respondido  que  no  recuerda  haber  escrito  esas  cartas;  pero  que, 
si  son  reales,  puede  sostener,  sin  el  más  leve  temor  de  que  se  le 
confunda,  que  su  sentido  es  simple  y  que  nada  contienen  rela- 
tivo á  planes  de  trastorno.  Que  el  obsequio  del  retrato  lo  hizo, 
por  habérselo  pedido  Cuéllar,  la  última  vez  que  vino  á  Guate- 
mala; y  que  habiendo  tenido  que  ponerle  dedicatoria  fué  preciso 
escribirla  en  términos  amistosos.  Como  se  ve,  esa  es  muestra 
más  de  cortesía  que  de  verdadero  cariño,  más  de  buena  edu- 
cación que  de  intimidad. 

Castillo  negó  tener  con  Cuéllar  relaciones  de  amistad,  por 
que  estas  no  significan  simplemente  un  conocimiento  ligero  y 
de  circunstancias,  sino  un  afecto  cultivado  por  medio  del  trato 
personal  ó  de  la  correspondencia  frecuente,  cosa  que,  al  decir 
de  Castillo,  no  ha  existido  entre  los  dos. 

Perdonad  mi  insistencia  en  este  punto,  y  que  ancipe  argu- 
mentos sobre  un  cargo  que  aun  no  se  ha  formulado;  pero  el 
deber  me  aconseja  extender  la  defensa  hasta  los  casos  posibles; 
por  más  que  no  sean  probables;  y  marear  de  antemano  el  ver- 
dadero peligro  que  resulta  de  dejar  pendiente  por  tiempo  inde- 
finido un  procedimiento  cuya  sinrazón  es  notoria. 

*  *  * 

Termino  aquí  la  crítica  de  la  prueba.  Si  el  deseo  no  me 
engaña,  ni  me  ofusca  la  claridad  con  que  veo  la  buena  fe  de 
Castillo,  todo  ese  monumento  de  la  acusación  ha  venido  á 
tierra.  Me  lisonjeo  de  que  mis  razones  han  destruido  cuanto 
pudiera  estimarse  como  principio  de  presunción  contra  el  encau- 
sado; y  abrigo  la  esperanza,  casi  me  atrevo  á  decir,  la  convic- 
ción, de  que  mi  sentir  es  el  vuestro;  y  de  que  vosotros,  como  yo, 
veis  brillar  el  iris  de  la  inocencia  sobre  esas  nubes  amonto- 
nadas por  el  error  y  la  injusticia. 

Para  obtener  esa  feliz  conformidad,  á  que  aspiro  con  an- 
helo, he  procurado  ser  claro,  sencillo  y  natui-al  en  la  demos- 
tración, á  fin  de  que  la  verdad  se  ofreciese  á  vuestros  ojos, 
desnuda  de  vanos  atavíos,  y  sin  más  poder  que  el  de  los  rayos 


de  sii  luz  para  penetrar  hasta  el  fondo  de  vuestra  conciencia.. 
Si  algo  me  falta,  si  todavía  restan  en  pie  algunos  vestigios  de 
la  duda,  decidme  qué  punto  deseáis  esclarecer,  que  vo  estoy 
listo  para  satisfaceros  al  instante. 

En  el  curso  de  este  juicio  han  ocurrido  notables  irregulari- 
dades de  procedimiento. 

Ya  dije  que  con  la  prisión  de  Castillo  se  violó  de  una  manera 
franca,  abierta  y  palpable  la  Constitución  de  la  República. 

Con  mantenerlo  incomunicado  durante  veintiocho  días  se 
infringió  la  ley  que  no  permite  más  de  cuarenta  y  ocho  horas 
de  incomunicación;  y,  en  consecuencia,  el  artículo  constitucional 
que  dice  que,  "á  ninguno  puede  ponerse  incomunicado  sino  en 
los  casos,  por  el  término  y  con  las  formalidades  que  la  ley 
establece." 

Con  el  registro  de  sus  papeles  privados,  operación  de  la 
cual  ni  siquiera  hay  constancia  en  el  proceso,  se  hirió  el  artículo 
37  de  la  misma  Constitución  que  dice:  "La  correspondencia  de 
toda  persona  y  sus  papeles  privados  son  inviolables.  Sólo  /»ir 
auto  de  Juez  competente  podrá  detenerse  la  primera,  y  aún 
abrirse,  y  ocuparse  los  segundos,  en  los  casos  y  con  las  forma- 
lidades que  la  ley  exige." 

Con  la  prisión  de  Baudilio  Palma,  sólo  por  el  hecho  de  pedir 
la  exhibición  de  la  persona  de  Castillo,  se  quebrantó  el  artículo 
22  de  la  Constitución  que  reza:  "los  habitantes  de  la  Repú- 
blica, nacionales  ó  extranjeros  pueden  dirigir  sus  peticiones  á  la 
autoridad;"  y  el  artículo  23  que  dice:  "Los  habitantes  de  la  Re- 
pública tienen  asimismo  libre  acceso  ante  los  tribunales  del  país 
pata  ejercitar  sus  acciones  en  la  forma  que  prescriben  las  leyes." 

Como  si  no  bastara  todo  ésto,  se  hizo  resaltar  mis  la 
omisión  de  los  trámites  esenciales  establecidos  por  la  ley  para 
garantía  del  acusado,  con  dos  providencias  dictadas  en  el 
plenario  de  la  causa,  por  el  Fiscal  específico  de  guerra. 

La  primera  consiste  en  haber  concedido  á  penas  el  término 
de  cuarenta  y  ocho  horas  para  la  defensa,  cuando  el  artículo 
.''.OS  del  Código  Militar,  2a.  Parte,  prescribe  claramente  que  ha 
de  ser  de  seis  días;  término  que  sólo  es  permitido  restringir, 
"si  la  causa  se  instruye  en  campaña,  ó  en  plazas  ó  ciudades  si- 
tiadas." Hien  es  verdad  que  con  mi  defendido  fué  el  señor 
Fiscal  un  tanto  benévolo,  porque  á  los  reos  procesados  en  Chi- 


químiila,  no  estando  en  campaña,  ni  en  plaza.,  ni  ciudad 
sitiada,  no  les  concedió  más  que  veinticuatro  horas  comunes 
para  imponerse  del  proceso  y  rendir  todas  sus  pruebas,  sin 
embargo  de  la  alta  pravedad  de  los  casos,  pues  para  algunos 
tenía  pedida  la  pena  de  muerte,  y  para  otros  un  número  de 
años  de  presidio  más  ó  menos  considerable. 

Aquel  término  de  cuarenta  y  ocho  horas,  contra  el  cual 
reclamamos  todos  los  defensores,  fué  mandado  ampliar  á  seis 
días  comunes  por  la  Sala  3a.  de  Apelaciones. 

Segunda  infracción.  121  artículo  293  del  Código  Militar,  2a. 
Parte,  prescribe  que,  antes  de  la  confesión  con  cargos,  el  Fiscal 
ó  Auditor  haga  un  estudio  del  proceso  y  anote  con  separa- 
ción los  cargos  que  deben  hacerse  al  reo,  y  que  no  se  formule 
ninguno  que  no  aparezca  de  la  causa,  ó  por  hechos  que  no  sean 
justificiables.  Pues  bien,  el  señor  Fiscal,  en  el  acto  de  tomar  la 
confesión  á  mi  defendido  y  á  sus  compañeros,  les  hizo  cargo 
solamente  por  el  delito  de  rebelión.  Cuando  los  defensores  nom- 
brados teníamos  ya  en  traslado  el  proceso,  y  nos  hallábamos 
juntos  leyéndolo  en  casa  del  Abogado  don  Manuel  Diéguez,  el 
señor  Fiscal,  puso  en  pieza  separada  un  auto  por  el  rpie  mandó 
ampliar  la  confesión  de  los  reos  al  delito  de  sedición;  diligencia 
que  se  llevó  á  cabo,  sin  tenerse  á  la  vista  el  proceso,  y  sin  mar- 
car, como  debía  hacerse,  los  pasajes  en  que  se  fundaba  el  nuevo 
cargo  formulado  contra  ellos.  La  urgencia  de  que  se  terminara 
cuanto  antes  el  juicio,  hizo  (pie  los  defensores  desistiéramos  de 
la  apelación  que  interpusimos  contra  esa  ilegal  providencia,  no 
sin  dejar  consignada  nuestra  protesta  formal  por  lo  anómalo 
del  procedimiento. 

Para  corroborar  estas  quejas,  me  basta  citar  la  resolución 
dictada  el  1S  de  agosto  por  la  Sala  3a.  de  Apelaciones,  en 
que  califica  de  tortuoso  cierto  procedimiento  del  señor  Fiscal,  y 
manda  que  se  le  instruya  causa  por  ese  motivo. 

No  censuro,  antes  aplaudo  ese  rigor  saludable  con  que  la 
Sala  3a.  trata  de  corregir  los  malos  procedimientos  de  los 
jueces  3r  de  obligarlos  á  sujetarse  estrictamente  á  derecho.  Pero, 
á  mi  ver,  no  son  las  irregularidades  cometidas  por  el  señor  Fis- 
cal, excusables  en  gran  parte  por  no  ser  letrado  su  autor  y  por 
haber  tenido  que  aconsejarse  de  otra  persona,  las  infracciones 
más  sensibles  de  la  ley  que  se  notan  en  ese  proceso.  Porejemplo: 
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La  prisión  inconstitucional  de  un  Diputado  constituye  gra- 
vísimo delito;  y  ése  no  lo  ha  cometido  el  señor  Fiscal. 

Tener  á  hombre  incomunicado  por  más  de  cuarenta  y  ocho 

horas,  es  una  infracción  de  la  ley;  y  ésa  no  la  ha  cometido  el 

señor  Fiscal. 

Registrar  los  papeles  privados  de  un  ciudadano,  sin  las  for- 
malidades que  la  ley  prescribe,  es  tambijn  un  hecho  punible; 
y  ése  no  "lo  ha  cometido  el  señor  Fiscal. 

Meter  á  un  ciudadano  en  la  cárcel,  porque  pide  en  forma  de 

derecho  la  libertad  de  otro,  me  parece  que  es  un  abuso;  y  ése  

no  lo  lia  cometido  el  señor  Fiscal. 

Ahí  tiene  la  Honorable  Sala  cuatro  casos  en  que  el  rigor  sa- 
ludable no  sería  importuno. 

Muchas  otras  infracciones  pudiera  señalar;  ¡pero  bastan  á 
mi  objeto  las  eme  dejo  apuntadas. 

Es  caso  verdaderamente  difícil  para  un  defensor  en  este  gé- 
tánero  de  causas,  tener  que  tropezará  cada  instante  con  los  obs- 
táculos, que,  ya  las  leyes,  ya  las  corruptelas  establecidas  en  la 
práctica,  le  oponen  al  desempeño  de  su  augusta  misión;  obstá- 
culos cuyo  objeto,  sensible  es  decirlo,  no  es  otro  que  el  inhuma- 
no de  entregar  al  reo,  á  todo  trance,  al  presidio  ó  al  cadalso. 
Yo  no  he  tenido  que  sentir  tanto  como  algunos  de  mis  colegas 
de  defensa  el  peso  de  tales  inconvenientes;  pero  he  visto  á  la 
severidad  inflexible  cerrando  el  camino  de  la  justificación. 

Señores:  preciso  es  decirlo  con  franqueza:  en  Guatemala 
abarcan  un  radio  muy  extenso  las  leves  militares;  y  esas  leyes 
son  excepcionales  por  la  excesiva  dureza  de  las  penas;  por  la 
amplitud  que  dan  al  poder  militar  hasta  permitirle  invadir  en 
plena  paz  la  esfera  de  la  vida  civil;  por  el  ensanche  del  privilegio 
del  fuero;  por  las  restricciones  enteramente  arbitrarias  á  que 
permiten  su  jetar,  en  la  generalidad  de  los  casos,  el  derecho  na- 
tural de  la  defensa;  y  por  vta  cúmulo  de  circunstancias  que  las 
hace  enteramente  inadecuadas  para  regir  la  vida  de  un  pueblo 
que  aspira  al  goce  perfecto  de  la  libertad  y  al  establecimiento 
definitivo  de  las  instituciones  democráticas. 

Considerad  que,  por  un  hecho  sin  trascendencia,  como  lo 
fué  la  toma  de  Chiquimula,  la  muerte  ha  venido  á  reclamar  en 
ese  proceso  la  sangre  de  once  ó  doce  hombres,  fuera  de  los  cabe- 
cillas ausentes,  y  el  presidio  tiene  .abiertas  sus  puertas  para 
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sepultar  en  su  abismo  á  más  tic  una  centena  de  infelices.  ¿Y  si 
el  hecho  hubiera  sido  trascendental?  ¡Qué  de  torrentes  de  san- 
gre no  veríamos  descender  mañana  del  cadalso! 

No  soy  enemigo  de  la  clase  militar.  Es  ella  el  brazo  inerte 
destinado  á  defender  á  la  Nación  contra  los  desórdenes  interio- 
res y  los  ataques  de  los  enemigos  externos;  constituye  en  su 
esencia  una  jerarquía  de  honor,  que,  inspirada  por  el  amor  de 
la  Patria,  ilustra  la  historia  con  los  ejemplos  que  ofrece  de  ab- 
negación heroica  y  de  sublime  resignación  al  sacrificio.  Sin  em- 
bargo los  pueblos  que  quieren  ser  libres  han  de  tener  mucho 
cuidado  para  no  dejar  que  ese  brazo  ocupe  en  la  dirección  de  la 
sociedad  el  lugar  que  corresponde  á  la  cabeza  que  piensa;  para 
no  consentir  que  esa  jerarquía  privilegiada,  reconcentre  en  ella 
sola  toda  la  energía  del  organismo  social,  é  invada  las  esferas 
de  la  vida  civil,  con  sus  leyes  personales,  con  su  espíritu  de 
imposición,  y  con  su  inclinación  natural  al  predominio  de  la 
fuerza. 

No  temo,  señores  Generales,  proclamar  estas  verdades  ante 
vosotros,  porque  abrigo  la  convicción  de  que  no  sois  solamente 
soldados,  sino  (pie  también  habéis  aprendido  á  ser  ciudadanos; 
y  que,  aleccionados  por  los  dolorosos  ejemplos  que,  á  cada 
página  nos  ofrece  la  historia  centro— americana,  comprendéis 
perfectamente  que  sólo  el  gobierno  civil  es  capaz  de  labrar  la 
felicidad  de  nuestros  pueblos. 

Si  dirigimos  atenta  la  mirada  al  carácter  y  necesidades  pe- 
culiares de  los  países  de  Centro-América,  notaremos  que  las 
reflexiones  anteriores  adquieren  mayor  fuerza.  Lo  que  ellos 
necesitan  no  es  táctica  militar,  sino  edueaciém  cívica;  no  ejér- 
citos, sino  escuelas;  no  armamentos,  sino  muscos,  bibliotecas 
y  jardines;  no  leyes  militares  compresivas  y  despóticas,  sino 
leyes  comunes,  y,  sobre  todo,  costumbres  públicas  que  garan- 
ticen eficazmente  el  ejercicio  de  los  derechos  del  homber  y  de 
las  funciones  políticas  encomendadas  al  ciudadano.  La  disci- 
plina militar  no  debe  ir  más  allá  de  su  objeto,  no  debe  pasar 
del  soldado  al  hombre  civil;  una  carrera  de  honor  no  debe  depri- 
mir al  militar  hasta  imponerle  el  papel  de  espía  y  delator  in- 
fame; el  fuero  no  debe  salir  de  los  delitos  puramente  discipli- 
narios; la  energía  no  debe  traducirse  por  crueldad;  y  un  Código 
cuya  misión  es  la  defensa  del  orden  de  la  sociedad  y  de  las  ga- 
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rantías  de  sus  miembros,  no  debe  convertirse  en  una  especie  de 
monstruo,  cuya  sed  sólo  se  aplaque  con  la  sangre  vertida  en  he- 
catombes humanas;  porque  esos  sacrificios,  aunque  se  ejecuten 
en  nombre  de  la  ley  escrita,  nunca  dejan  de  ser  un  insulto  á  la 
civilización  y  una  afrenta  para  el  país  que  presencie  sin  enérgica 
protesta  la  consumación  de  tan  irritantes  escándalos. 

Ciudadanos:  Vuestro  Código  Militar  de  1879  tiene  todos 
los  defectos  que  dejo  señalados.  Su  reforma  es  un  deber  que  el 
honor  nacional  os  impone.  Elevad  esa  ley  al  nivel  de  vuestra 
superior  educación  política,  y  no  dejéis  que  su  sombra  oscurezca 
por  más  tiempo  el  cuadro  de  vuestra  civilizad  'm. 


CONCLUSION 


Para  concluir  repitiré  la  tesis  que  senté  al  principio  como  ba- 
se de  mi  alegato,  la  que  creo  haber  demostrado  con  absoluta 
limpieza  y  claridad:  "El  señor  Diputado  don  José  León  Casti- 
llo es  inocente  de  los  delitos  que  se  le  imputan."  Ya  habéis  vis- 
to que  en  todo  el  proceso  no  existe  prueba  ninguna  que  justifi- 
que la  acusación,  y  que  el  mérito  presuntivo  que  se  pretendió 
atribuir  á  ciertos  hechos,  se  ha  desvanecido  por  completo  al 
más  ligero  toque  de  una  observación  atenta  é  imparcial. 

El  señor  Fiscal  Específico  daría  un  ejemplo  muy  laudable  de 
honradez  y  de  sinceridad,  y,  al  propio  tiempo,  la  prueba  más 
convincente  de  la  buena  fé  con  que  ha  procedido,  si  tuviera  á 
bien  rectificar  su  pedimento,  y  en  vez  de  la  absolución  de  la 
instancia,  pidiese  para  mi  defendido  la  absolución  del  cargo. 
0  si  acaso  piensa  que  contra  éste,  militan  todavía  razones  que 
yo  no  he  logrado  impugnar  eficazmente,  entonces  lo  excito,  en 
homenaje  á  la  justicia  y  en  obsequio  á  su  buen  nombre,  á  que 
exponga  tales  razones  con  franqueza,  y  me  permita  someterlas 
á  un  examen  riguroso. 

Señores:  Decretar  únicamente  la  absolución  de  la  instancia 
sería  imponer  al  procesado  una  pena  que  lo  dejaría  suspenso  en 
sus  derechos  políticos,  inhábil  para  ejercer  sus  funciones  de 


Diputado,  y  sobre  todo,  en  peligro  ,le  ser  á  cada  instante  víc- 
tima de  nuevos  ultrajes.  ¿Cómo  justificar  esa  severidad  con  un 
hombre  a  quien  se  reconoce  inocente?  Si  el  proceso  estuviera  en 
estado  de  sobreseimiento  provisional,  la  absolución  de  la  ins- 

£"7,"?  ,°T ÍO"aría  CSOS  dañ°S;  Per°  com°  se  cometió  la 
«legalidad  de  decretar  auto  de  prisión  sin  motivo,  la  absolución 
dé  la  .nstanca  no  revoca  ahora  el  auto  de  prisión,  sino  ¡pie  lo 

esíauto  ••\ynOS  ?regUnt°'  ¿seráj^°  dejar  pendiente 

ese  auto  de  pns.on?  Es  evidente  que  nó;  después  de  él  no  queda 
ai  juez  otro  camino  que  condenar  ó  absolver 

Para  no  cometer  injusticias,  hay  que  colocarse  en  el  lugar  de 
los  que  sufren,  y  considerar  que  toda  pena  impuesta  á  „„  ino- 

dd1;rrnÍTe,qUeS^'  ""i1  rCat°  'lUe  CaC  SOb"  >•  —ciencia 
del  Juez  que  la  aplica.   Sin  culpa  ninguna,  y  por  un  hecho  sin 

tr^cendenca,  e  Diputado  Castillo  ha  pasado  más  de  dos 
«eses  en  la  cárcel,  y  varias  ocasiones  ha  sido  expuesto,  como  un 
verdadero  criminal,  A  la  vergüenza  pública.  Sobrada  pena  es  ésa 
para  castigar  un  delito  imaginario.  No  conformarse  eonella 
sena  exhibir  un  lujo  de  rigor  que  ninguna-  razón  plausible  abo- 
nana  ante  el  criterio  de  los  hombres  imparciales.  Esc  tér- 
mino medio  que  establece  el  pedimento  fiscal,  es  una  especie 
de  contemporización  con  las  injusticias  cometidas;  y  sería  en 
vosotros,  señores  Generales,  una  falta  de  resolución  y  de  fran- 
queza, un  recurso  impropio  de  vuestro  honrado  carácter 

No  olvidéis,  que  en  este  juicio  está  la  sociedad  vivamente 
■ntuesada,  porque  el  cumplimiento  de  la  justicia  es  en  todo 
pueblo  culto  asunto  de  elevada  importancia  nacional;  porque 
los  precedentes  establecidos  en  contra  de  las  leves  son  una 
amenaza  en  lo  futuro  para  todos  los  ciudadanos;  y  porque  hoy 

ociará;"",  f  °  JT,nClPÍ°  dC  h"ma»i',í«1  y  ^  'conveniencia 
social  tiende  a  establecer  respecto  á  los  delitos  políticos  un  cri- 

Ír';f\arTlíl,C,6n,ClÍametra,mente  0Pu<*toaIque  inspiró  la 
ferocidad  de  las  legislaciones  antiguas 

nueyUfSt-r°rIrn0rT,eStá  asimism°  empeñado  en  la  resolución 

o.rcAíe  T  Dem°Strad  qUe  SOÍS'  como  he  dich°.  hombres 
""Parciales  é  independientes,  que  obedecen  tan  sólo  á  las  iuspi- 
racone,  de  su  propia  conciencia;  que  sabéis  colocaros  á  la 

^  ,e"tro  !1  Ttra  POSÍCÍ"n  y  dd  ^peto  que  ha  conquistado 
vuestro  nombre;  y  que,  como  ciudadanos  de  un  pueblo  libre 
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habéis  sido  formados  en  la  escuela  de  la  cultura,  de  la  probidad 
y  de  la  virtud  republicana. 

Restituid  á  mi  defendido  el  pleno  goce  de  su  libertad,  la 
plena  posesión  de  su  derechos. 

Así  os  lo  pido,  en  nombre  de  los  eternos  principios  de  la 
razón  y  de  la  justicia,  en  presencia  de  Dios  y  de  la  Humanidad. 


Guatemala,  Io  de  vSeptiembre  de  1896. 


José  Madriz. 


Honorable  Consejo  He  Guerra: 


Como  segando  defensor  del  señor  Diputado  don  José  León 
Castillo,  voy  á  hacer  uso  de  la  palabra:  no  para  ocuparme  en 
examinar  el  proceso,  ni  los  puntos  legales  que  de  él  se  despren- 
den, pues  ese  trabajo  ha  sido  hecho  con  toda  claridad  y  rigor 
lógico  por  el  señor  Dr.  don  José  Madriz,  quien  ha  demostrado 
hasta  la  evidencia  la  inculpabilidad  del  señor  Castillo;  sino 
para  agregar  á  las  razones  aducidas,  el  relato  de  algunos 
hechos  que  se  refieren  á  éste,  y  que  aprecio  como  de  mucha  im- 
portancia para  acabar  de  desvanecer  todo  cargo,  y  dejar  esta- 
blecida, hasta  en  sus  más  pequeños  detalles  la  defensa. 

Los  sucesos  de  Chiquimula  dieron  margen  á  ese  voluminoso 
proceso  en  que,  sin  razón  ninguna,  se  hizo  figurar  al  señor  Cas- 
tillo como  reo.  Sin  embargo  del  empeño  que  hubo  para  en- 
volverle en  la  responsabilidad  del  delito,  empeño  que  por  des- 
gracia, no  se  limitó  á  seguir  el  camino  recto  de  una  investi- 
gación legal,  la  inocencia  del  procesado  aparece  de  manifiesto, 
ante  los  ojos  imparciales,  demostrando  que  no  siempre  es  dado 
á  la  malicia  confundir  con  sus  arterías  al  hombre  honrado 
que  muestra  su  conciencia  limpia  de  toda  culpa. 

Sensible  es  decirlo,  pero  han  ocurrido  cosas  en  ese  proceso, 
que  dicen  muy  mal  de  la  manera  cómo  se  administra  la  jus- 
ticia en  causas  tan  delicadas  como  la  presente.  Quisiera  no 
verme  obligado  á  descender  al  terreno  de  lo  personal,  pero 
antes  que  toda  consideración,  están  los  deberes  que  he  asumido, 
respecto  á  la  persona  que  defiendo,  y  respecto  á  la  sociedad 
de  la  cual  formo  parte,  por  cuya  bienandanza  me  intereso,  y 
á  la  que  nunca  puede  convenir  que  los  funcionarios 'públicos 
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depositarios  de  su  confianza,  sean  los  primeros  en  violar  las 
leyes  y  atrepellar  las  instituciones.  Hay  pues,  que  denunciar 
al  público  los  abusos  que  se  cometan,  para  que  la  sanción  social 
caiga  sobre  ellos  y  se  evite  el  escándalo  de  su  repetición. 

Aludo  á  la  conducta  del  señor  Auditor  de  Guerra  de  esta 
Plaza.  Ese  empleado  no  ha  cumplido  con  su  deber:  no  ha  sido 
Juez  imparcial  que  en  sus  pesquisas,  por  más  sutiles  que  sean, 
procura  únicamente  desentrañar  la  verdad;  sino  el  acusador 
resueltamente  interesado  en  implicar  al  reo  en  la  responsabili- 
dad del  delito,  en  oscurecer  la  inocencia  y  en  alejar  todo  lo 
posible  la  verdad  y  el  cumplimiento  de  la  justicia. 

En  apoyo  de  mis  palabras  referiré  el  hecho  siguiente: 

Un  día  el  señor  Auditor  de  Guerra  hizo  comparecer  á  su  ofi- 
cina al  señor  Castillo.  El  objeto  de  la  entrevista  no  era  la 
práctica  de  alguna  diligencia  judicial.  El  señor  Auditor  de 
Guerra  tenía  consigo  una  botella  de  licor,  y  puso  empeño  espe- 
cial en  que  Castillo  tomara  de  ella  algunas  copas:  como  éste 
lo  rehusase  con  persistencia,  el  señor  Auditor  que  había  tomado 
las  suyas,  comenzó  por  decirle  que  su  causa  estaba  perdida, 
que  su  culpa  era  evidente,  3'  que  en  consecuencia,  no  había  re- 
curso de  que  se  escapara  del  castigo  legal.  "Lo  sentiré  mucho, 
dijo,  pero  no  puedo  evitarlo."  Y  después  añadió:  "Se  me 
ocurre  un  medio,  es  el  único  que  veo:  escriba  usted  una  carta  al 
señor  Presidente  Reina  Barrios,  declarándole  que  usted  es  cul- 
pable, acogiéndose  á  su  indulgencia,  y  designando  como  eé>m- 
plices  de  su  criminal  tentativa,  al  General  don  Jesús  Portillo, 
á  los  coroneles  don  Salvador  Toledo,  Elias  Estrada,  y  otras 
personas;  de  lo  contrario  todo  está  concluido  para  Ud." 

Por  supuesto  que  Castillo,  rechazó  enérgico  é  indignado 
aquella  propuesta,  y  reconvino  al  Auditor  por  la  ofensa  que  le 
hacía.  Entonces  este  se  tomó  la  libertad  de  dirigir  al  señor 
Castillo  expresiones  ofensivas,  impropias  de  un  funcionario  pú- 
blico, que  terminaron  con  la  vuelta  del  reo  á  la  prisión. 

Otro  tanto  hizo  con  el  joven  Salvador  Cuéllar:  éste,  más 
incauto,  cayó  en  el  lazo  que  se  le  tendiera,  tomé)  las  copas  que 
le  fueron  ofrecidas,  y  escribió)  la  carta  que  hoy  figura  como 
prueba  contra  él  en  el  proceso. 

No  cabe  en  un  entendimiento  sano  éso  de  firmar  un  ates- 
tado tan  comprometedor.    Cuéllar  se  declara  culpable  y  pide 
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que  se  le  aplique  la  pena  que  la  ley  designe;  y  esto  á  renglón 
seguido  de  haber  dicho  en  su  declaración  que  era  inocente.  ¿Qué 
pudo  motivar  ese  cambio?  ¿Qué  antecedentes  tiene  esa  con- 
fesión que  es  una  especie  de  suicidio?  A  la  vista  ninguno.  En 
el  fondo,  las  copas  de  licor  y  las  argucias  del  Auditor  de  Guerra. 
El  pobre  Cuéllar  creyó  en  la  promesa  que  se  le  hizo  de  su 
libertad,  cuando  estaba  firmando  su  sentencia  de  muerte.  ¡Qué 
manejos  tan  reprobables!    ¡Qué  proceder  tan  inicuo! 

Hechos  de  esa  naturaleza,  convierten  A  los  jueces  en  ver- 
dugos, hacen  de  la  ley  una  amenaza  y  de  la  justicia  un  instru- 
mento de  venganza. 

Juzgad,  señores,  si  abusos  semejantes  no  merecen  la  más 
severa  censura;  juzgad  también  si  tendrá  valor  legítimo  un  pro- 
ceso en  que  las  tretas  que  denuncio  han  sido  el  medio  de  inves- 
tigación empicado  por  la  autoridad. 

Parece  que  una  de  las  causas  tpic  más  influyeron  para  la 
prisión  de  Castillo  fué  que,  al  estallar  el  movimiento  de  Chiqui- 
mula,  que  unos  han  calificado  de  político,  y  que  el  Gobierno 
apellidó  desde  las  columnas  de  "Ll  Guatemalteco"  un  hecho  sin 
trascendencia  y  sin  importancia,  varios  individuos  gritaban 
"Viva  José  León  Castillo,"  "Viva  Guatemala  libre,"  expresio- 
nes con  las  cuales  probablemente  se  propusieron  fascinar  y 
atraer  á  su  partido  á  los  amigos  de  Castillo  residentes  en  aque- 
lla ciudad. 

Llegar  al  conocimiento  pleno  de  las  intenciones  que  abri- 
gaban aquellas  personas  que  le  victoreaban  me  parece  un  pro- 
blema difícil  de  resolver.  Si  lo  hacían  de  mala  fe,  si  eran  enemi- 
gos suyos  que  se  acordaban  en  aquellos  momentos  de  su  nom- 
bre para  comprometerlo,  nada  mrís  injusto  (pie  la  prisión  que 
se  le  ha  impuesto,  él  ha  sufrido  sin  culpa,  ha  sido  víctima  ino- 
cente de  las  tretas  de  sus  adversarios.  Si  aquellos  vivas  prove- 
nían de  amigos  suyos,  seducidos  por  los  cabecillas  rebeldes  con 
la  seguridad  que  les  dieron  de  que  Castillo  estaba  comprome- 
tido en  el  pronunciamiento;  tampoco  ha  habido  justicia  en  la 
persecución  contra  éste,  pues  en  ley  de  razéin,  ni  el  padre  es 
responsable  por  las  faltas  del  hijo,  mucho  menos  puede  serlo  un 
extraño  por  la  culpa  de  otro. 

La  materia  se  presta  para  establecer  un  paralelo  histórico 
de  interés,  comparando  el  hecho  de  esta  causa  con  sucesos  aná- 
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logos,  en  que  personas  que  han  figurado  en  condiciones  iguales 
ó  más  desventajosas  que  el  señor  Castillo,  no  han  sido  maltra- 
tadas como  éste,  sin  duda  porque  en  tales  casos  la  razón  y  la 
ley  han  podido  ejercer  debidamente  su  influencia  protectora. 

El  28  de  Agosto  de  1871,  estalló  en  el  departamento  de 
Santa  Rosa  un  movimiento  revolucionario,  en  el  que  según  se 
decía  aquí  en  la  capital,  estaba  comprometido  todo  el  Oriente 
de  la  República.  Los  rebeldes  victorearon  con  entusiasmo  al 
señor  General  don  José  Víctor  Zavala,  quien  al  parecer  se  halla- 
ba del  todo  ajeno  á  lo  que  estaba  sucediendo.  El  General  Za- 
vala no  fué  molestado  absolutamente,  sin  embargo  de  que  con 
la  misma  razón  ó  mayor  con  que  hoy  se  ha  sometido  ajuicio  á 
Castillo,  pudo  procederse  contra  aquél;  y  sin  duda  que  los  mo- 
tivos eran  más  grandes,  pues  entonces  se  libraron  varios  hechos 
de  armas  y  la  sangre  corrió  en  "Las  Nubes,"  "Arrayana"  y 
otros  lugares  que  fueron  teatro  de  aquella  desgraciada  con- 
tienda. 

La  conducta  observada  por  los  Generales  Miguel  García 
Granados  y  Justo  Rufino  Barrios,  con  el  señor  Zavala  no  pudo 
ser  más  conforme  á  la  justicia.  Ellos  comprendieron  que  los 
rebeldes  se  valían  del  nombre  de  aquel  Jefe,  únicamente  para 
sacar  partido  de  su  popularidad,  sin  tener  nunca  la  intención 
de  llevarlo  al  Poder  Supremo  en  caso  de  que  el  éxito  llegase 
é  favorecer  el  movimiento. 

Su  nombre  no  era  más  que  una  bandera  simpática  desple- 
gada por  los  rebeldes  para  ayudar  á  su  causa  con  el  contin- 
gente de  aquel  prestigio,  nombre  que,  al  día  siguiente  de  la 
victoria,  habría  sido  relegado  al  olvido. 

Ese  es  muchas  veces  el  mérito  de  tales  aclamaciones,  y  nada 
puede  haber  más  injusto  que  castigar  por  ellas  al  que  no  tiene 
culpa  ninguna  en  el  abuso  que  otros  hagan  de  su  nombre. 

Otro  hecho  semejante  se  verificó  en  Mataquescuintla,  en  el 
mes  de  octubre  de  1889.    Es  reciente  3'  bien  conocido  de  todos. 

El  Coronel  Hipólito  Ruano,  amigo  y  correligionario,  con- 
discípulo y  compañero  de  armas  del  señor  General  don  José 
María  Reina  Barrios,  conociendo  el  prestigio  de  que  éste  go- 
zaba en  aquel  departamento,  donde  había  servido  la  Jefatura 
Política,  se  valié)  de  su  nombre  para  levantar  una  revolución 
contra  el  Gobierno  del  General  Barillas.    Este  movimiento  se 
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verificó  cu  medio  de  los  vivas  que  se  prodigaban  al  General 
Reina  Barrios.  Lo  ocurrido  en  aquella  época,  no  terminó  con 
esas  aclamaciones,  puesto  que  hubo  sangre,  y  sangre  preciosa, 
que  desde  los  campos  de  Jalapa  aun  está  protestando  contra 
la  tiranía  de  las  leyes  militares  en  cuyo  obsequio  fué  derra- 
mada. El  General  Reina  Barrios  y  otros  ciudadanos  más  fueron 
presos  por  considerárseles  complicados  en  aquel  movimiento; 
mas  tan  luego  del  proceso  resultó  la  convicción  moral  de  su 
inocencia,  el  señor  Presidente  ordenó  el  sobreseimiento  de  la 
causa,  y  como  consecuencia  inmediata,  la  libertad  de  aquellos. 

También  el  General  Barillas  se  convenció  de  que  se  usaba 
del  nombre  del  General  Reina  Barrios  para  aprovechar  su  pres- 
tigio ya  que  en  aquella  época  era  mucho  mayor  del  que  ahora 
pudiera  tener  el  señor  Castillo;  y  que  el  Coronel  Ruano,  joven 
inteligente,  dotado  de  talento  militar  y  con  las  aptitudes  nece- 
sarias para  ponerse  al  frente  de  los  destinos  del  país,  habría 
sido  de  seguro'  quien,  al  recojer  los  laureles  de  la  victoria,  habría 
también  recogido  el  Poder  eoncpiistado  por  la  Revolución. 

Y  si  en  los  tiempos  que  dejo  citados  no  se  procedió  con  lige- 
reza contra  los  Generales  Zavala  y  Reina,  por  qué  y  con  qué 
fundamento  se  encarcela  hoy  á  un  hombre  y  se  le  somete  á  un 
largo  proceso  por  el  sólo  hecho  de  haber  sido  victoreado  en 
Chiquimula? 

Preguntaría  yo  y  me  sentiría  muy  complacido  con  que  se 
me  dijera,  con  qué  nombre  bautiza  el  Código  ese  delito  que  se 
le  imputa  á  don  José  León  Castillo?  Ni  rebelde  ni  sedicioso  ha 
sido,  victoreado  si  fué,  y  he  aquí  su  gran  culpabilidad. 

El  señor  Lic.  don  Juan  Ramón  Cuéllar  como  hombre  polí- 
tico está  bien  definido,  y  sus  ideas  no  podían  coincidir  con  las 
del  señor  Castillo,  quien  entre  nosotros  es  bien  conocido  por 
sus  antecedentes. 

No  hay  absolutamente  circunstancias  que  pudieran,  siquie- 
ra, hacer  sospechar  que  el  señor  Castillo  estuviera  en  conni- 
vencia con  Cuéllar  para  hacer  el  asalto  que  motivó  la  iniciación 
del  proceso  que  se  acaba  de  leer,  y  en  el  cual  resulta  probada 
hasta  la  evidencia  la  inculpabilidad  de  Castillo,  no  obstante  la 
declaratoria  de  haber  lugar  á  formacicjn  de  causa,  hecha  sin 
fundamento  legal  ni  racional  por  la  Honorable  Comisión  Per- 
manente de  la  Asamblea  Legislativa. 
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Para  convencerse  de  mis  palabras,  basta  reflexionar  un 
poco  en  que,  ni  el  Lic.  Cuéllar  habría  consentido  en  que  don 
José  León  Castillo  llegara  A  gobernar  el  país,  por  la  abierta 
oposición  de  ideas  que  hay  entre  ellos;  ni  se  propusieron  los  del 
motín  ninguna  mira  política,  y  esto  lo  prueba  la  indiferencia 
con  que  vieron  el  exterior,  y  la  ninguna  importancia  que  ellos  le 
daban  á  lo  ocurrido,  puesto  que  se  cruzaron  de  brazos  en  la 
plaza  de  Chiquimula  y  se  derrotaron  por  sí  y  ante  sí,  evacuaron 
el  territorio  de  la  República  cuando  lo  juzgaron  conveniente,  y 
antes  de  que  ninguna  antoridad  de  las  inmediatas  al  teatro  de 
los  acontecimientos  creyera  prudente  ni  oportuno  someterlos. 

Si  esta  es  la  verdad  de  los  hechos,  cómo  justificar  la  prisión 
de  tantos  infelices?  Cómo  querer  convertir  en  criminal  al  hom- 
bre honrado  que  no  tiene  otra  culpa  que  gozar  de  simpatías 
entre  sus  discípulos  y  amigos  residentes  en  aquella  ciudad? 

Si  en  un  sumario  tan  escrupuloso,  como  lo  es  el  del  proceso 
que  hoy  nos  ocupa,  donde  existen  hasta  documentos  que  nin- 
guna atingencia  tienen  con  el  hecho  que  se  averigua,  no  aparece 
ninguna  prueba  contra  el  señor  Castillo,  por  qué  insistir  en  su 
prisión  y  sujetarlo  á  procedimientos  injustos?  Cuál  es  el  móvil 
de  tales  prácticas? 

Probablemente  en  el  señor  Castillo  se  ha  querido  encontrar 
á  un  cómplice  de  los  del  motín  del  16  de  junio;  porque  él,  de 
carácter  recto  y  hombre  digno,  ha  militado  en  las  filas  de  la  opo- 
sición' Pero  ha  sido  opositor  juicioso  y  sincero  que,  en  medio 
de  las  conturbaciones  políticas  por  que  ha  pasado  el  país,  siem- 
pre ha  estado  sereno  y  franco,  como  que,  el  que  obra  de 
conformidad  con  sus  convicciones, jamás  teme  las  consecuencias 
adversas  porque  no  es  el  móvil  de  sus  pasos  el  medro  ni  el 
interés. 

Nadie  absolutamente  puede  negarle  al  Diputado  Castillo,  ni 
su  honradez,  ni  su  entereza,  ni  su  valor  cívico.  Circunstancias 
que  no  es  del  caso  referir,  lo  llevaron  al  terreno  de  la  opo- 
sición; pero  tened  presente  que  un  opositor  juicioso  como  él  lo 
ha  sido,  en  vez  de  ser  nocivo,  es  útil  y  lejos  de  considerársele  un 
enemigo  del  país  ó  enemigo  sistemático  del  Gobierno,  debemos 
convenir  en  que  es  un  adalid  que  lucha  incansable  por  las 
libertades  del  pueblo,  que  aboga  por  sus  derechos  y  procura  el 
progreso  práctico  de  las  instituciones. 


—  51  — 


Conooda  de  todos  es  la  actitud  que  el  señor  Castillo  guardo 
el  ano  1886,  cuando  la  expulsión  del  hoy  Ministro  don  Prós- 
pero Morales  y  otros  ciudadanos  más:  proverbial  es  la  actitud 
evantada  que  siempre  ha  asumido,  como  Representante  en 
la  Asamblea  Legislativa,  y  tanto  por  estas  razones,  como  por 
no  fastidiar  vuestra  atención;  omito  entrar  en  detalles  acerca 
de  su  vida  política;  porque  aún  tenemos  á  la  vista  sus  hechos 
para  poder  convencernos  de  su  legalidad. 

Si  el  señor  Castillo  ha  tenido  por  lema  siempre,  como  es 
sabido,  el  progreso  y  engrandecimiento  de  los  pueblos  ¿cómo 
puede  creerse  que  hubiera  tomado  parte  en  una  revolución 
cuando  en  la  conciencia  de  todos  está  que  las  guerras  son  bar- 
reras .nfranqueables  donde  se  estrella  el  carro  del  progreso 
paralizando  á  los  pueblos  en  su  movimiento,  quitando  brazos  á 
a  agricultura,  elementos  á  las  artes  y  vida  á  las  industrias 
que  son  los  factores  del  adelanto? 

Si  el  señor  Castillo  siempre  ha  abogado  por  los  derechos  del 
pueblo  s,  su  norma  ha  sido  la  legalidad,  si  su  respeto  á  las 
autoridades  ha  llegado  hasta  el  extremo  de  permanecer  arrai- 
gado en  esta  capital  en  el  año  de  1893,  por  haber  asistido, 
como  D.putado  digno,  ala  convocatoria  que  hizo  la  Comisión 
Permanente  para  considerar  la  ley  de  "El  Talón  de  Oro"  que 
había  dado  el  Ejecutivo,  hecho  que  motivó  una  dictadura  ¿cómo 
considerar  que  sin  causa  justificable,  sin  bandera  que  pudiera 
simbolizar  la  revolución,  y  cuando  todo  el  país  estaba  en  paz 
se  umera  él  á  unos  cuantos  para  teñir  en  sangre  nuestra  patria 
y  llevar  sobre  sí  la  reprobación  de  los  que  lo  hemos  oído  pro- 
clamar sus  principios? 

Cuando  de  un  hombre  se  desconocen  los  antecedentes 
cuando  aparece  de  súbito  en  las  escenas  políticas,  pueden  for- 
marse de  e,  1^  conjeturas  que  se  quieron  y  las  sospechas  á  que 
dé  lugar.  Pero  uno  de  quien  son  perfectamente  conocidos  sus 
principios,  sus  ideales,  su  probidad  y  su  entereza;  se  necesita 
ser  muy  pesimista  para  considerarlo  complicado  en  asuntos 
vergonzosos  por  demás,  de  ninguna  significación  y  que,  como 
antes  he  dicho,  no  reconocen  por  base  una  causa  grande  y 
justa.  "  J 

Temo  haberos  cansado  ya,  señores  Generales;  v  para  con- 
cluir debo  deciros,  que,  si  la  reseña  hecha  en  mi  incorrecto  dis- 


curso  no  puede  serviros  como  fundamento  legal  para  dar 
vuestro  fallo,  sí  pueden  tomarse  en  consideración,  como  prece- 
dentes aplicables  al  caso;  y  abrigo  la  esperanza  de  que  vosotros 
opinaréis  con  los  que  creemos  eme,  lejos  de  buscar  ocasión  pro- 
picia para  cortar  el  vuelo  á  las  almas  levantadas  y  sumir  al 
opositor  franco  y  sincero  en  un  caos  de  donde  no  pueda  ayu- 
darnos con  sus  luces,  debe  serse  con  él  justo  como  con  los 
demás  ciudadanos,  cualesquiera  que  sea  su  posición,  porque 
como  el  señor  Madriz  ha  dicho  con  tanto  acierto, "La  oposición 
es  necesaria  para  la  vida  de  las  democracias." 

Ya  que  el  señor  Madriz  no  ha  dejado  en  tela  de  duda,  la 
inculpabilidad  del  señor  Diputado  don  José  León  Castillo,  de- 
mostrando legalmente  su  inocencia;  uno  mi  petición  á  la  de  tan 
ilustrado  jurisconsulto;  y  en  nombre  de  la  ley  os  reclamo  la  .ab- 
solución incondicional  de  nuestro  defendido. 


José  María  Uebizo. 
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El  día  23  de  agosto  principió  la  vista  pública  en  la  Peniten- 
ciaría y  terminó  el  día  +  de  septiembre. 

El  22  de  septiembre  se  firmó  la  sentencia  en  el  salón  de  la 
Penitenciaría  y  se  notificó  á  los  reos  el  veredicto  del  Consejo  de 
Guerra,  resultando  condenados  los  siguientes: 

General  Pedro  Rarillas,  á  2  años;  Teniente  Coronel  José 
Vidal,  2  años  6  meses;  Sargento  Belisario  Pinto,  2  años;  Sar- 
gento Juan  Miranda,  2  años  0  meses;  Profesor  Manuel  J.Jor- 
dán, 5  años;  Profesor  Adrián  Ruiz,  5  años;  Telegrafista  Benja- 
mín Ortíz,  5  años;  Piliberto  Reyes,  2  años;  Felicito  Valdés,  2 
años,  y  Wenceslao  Fajardo,  2  años. 

Absueltos  de  la  Instancia:  Capitán  Salvador  Cuéllar  y  Al- 
fonso Puente. 

Absueltos  del  cargo:  143  procesados.  Quedó  abierto  el  pro- 
ceso por  rebelión  contra  todos  los  cabecillas  que  tomaron  parte 
en  la  asonada  deChiquimula  y  que  se  encuentran  fuera  del  país. 
También  quedó  abierto  por  robo  contra  el  español  Ramón  de  la 
Fuente,  titulado  General  de  la  asonada;  y  sobreseído  en  lo  que 
se  refiere  á  los  profesores  Francisco  López  hijo,  y  Francisco  Ca- 
rranza, muertos  con  motivo  de  aquellos  sucesos. 

El  Honorable  Consejo  de  Guerra  de  Oficiales  Generales  no 
encontró  mérito  alguno  contra  el  Diputado  José  León  Cástillo 
y  lo  absolvió  de  todo  cargo,  dejándolo,  en  consecuencia,  en  el 
pleno  goce  de  todos  sus  derechos  civiles  y  políticos. 

Y  la  Corte  Marcial  confirmó  lo  resuelto  por  el  Consejo  de 
Guerra  respecto  al  Diputado  Castillo. 


